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PRÓLOGO

I

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 instauró el denominado juicio monitorio en nuestro Derecho. Debemos a Tomás y Valiente el más completo estudio sobre el monitorio en el Derecho histórico español, quien puso de manifiesto que con toda probabilidad antes de 1579 debió existir en la práctica una suerte de mandatum o praeceptum de solvendo cum clausula iustificativa, asumido en la península merced a las relaciones comerciales con los mercaderes italianos, donde se sitúa su origen. Algunos precedentes los encuentra también en la Cataluña comerciante del siglo XV.

Desde entonces en la práctica se venía admitiendo un tipo de monitorio que no tenía reconocimiento legal. La situación, a mediados del siglo XIX, se consideró criticable, principalmente por los abusos que se cometían en la práctica. En realidad, resulta difícil medir cuándo hay abusos y cuándo no, cuando se trata de algo que no estaba reglado, sino que nació y se desarrolló en la práctica.

El caso es que el Marqués de Gerona, en su conocida Instrucción de 1853, dada para Arreglar el procedimiento en los negocios civiles con respecto a la Real jurisdicción ordinaria, puso fin a la vida del monitorio en nuestro ordenamiento. Castro y Orozco, el Marqués de Gerona, manifiesta su preocupación por los litigios y reclamaciones jurídicas, señalando que los litigios y reclamaciones jurídicas constituyen entonces la ruina de muchas familias y la muerte de la justicia misma, proclamando que «las formas, o mejor dicho, los abusos a que dan lugar, ahogan la voz de los litigantes, despopularizan a nuestro Tribunales, y acabarán por desacreditar una de las más santas instituciones si no se hacen desaparecer pronto las irregularidades de nuestro procedimiento». Llega a decir que «el verdadero cáncer de nuestras instituciones judiciarias son las deformidades ruinosas, el despilfarro y desbarajuste de la sustanciación, máquina de guerra asestada contra la fortuna del infeliz litigante, o inmoral juego de suerte y azar, donde frecuentemente triunfa de la razón la malicia, de la legalidad la astucia, de la más sana intención el fraude y la codicia».

Entre estas críticas generales que en la Instrucción se hacen a la situación de la justicia civil, se incluye otra que ha sido particularmente señalada como el argumento por el que se suprimió el monitorio en nuestro ordenamiento: «nuestra legislación, si bien imperfecta, está muy distante de ser absurda: no consagra ni ha consagrado jamás un estado habitual de abusos: éstos son exclusivamente hijos de prácticas más o menos autorizadas, de interpretaciones poco meditadas del derecho escrito, y de las contradicciones inevitables en una legislación heterogénea e inmetódica».

Tomás y Valiente critica que la Instrucción suprimiera el monitorio. Excusa al Marqués de Gerona en cuanto que se comprende que en aquella época no gozara de la suficiente formación jurídica como para apreciar que estaba en presencia de una figura procesal autónoma; pero lo que no justifica es su insensibilidad a la práctica jurídica: «hay que achacarle a Castro y Orozco el vivir aislado de la realidad jurídica, sin contacto con los usos forenses que en su misma demarcación se llevaban a cabo». En cambio, el Marqués de Gerona justifica su instrucción apelando a su formación y experiencia, al decir que «en su larga carrera de Magistrado y jurisperito ha tocado muy de cerca los achaques habituales de nuestra administración de justicia; ha oído los incesantes clamores de las víctimas, y tiene la íntima persuasión de que grava su conciencia de hombre público si, pudiendo, dilata por un solo día el aplicar al mal algún remedio. No puede temer el fallo de un Parlamento español el Ministro que se apresura a satisfacer una necesidad por todos sentida y por todos reclamada, y anticipa de este modo un beneficio inmenso al pueblo confiado al maternal cuidado de V.M.».

No es necesario hace comentario sobre la referencia final a que la Reina Isabel pudiera ser madre de toda la nación, pero sí interesa comprobar la diferente percepción que del monitorio tienen Tomás y Valiente y el Marqués de Gerona. El segundo asevera su contacto con la realidad, en contraposición a lo que afirma el primero. Tomás y Valiente se apoya en las afirmaciones de Nougués Secall, quien asegura que los mandatos desolvendo eran convenientes en la práctica.

Posiblemente ambas opiniones fueran correctas, pero cada una producida desde una diferente perspectiva, según se tratara del actor o del demandado. Sin duda que el mandato de solvendo era de gran predicamento entre los acreedores, mientras que para los deudores debiera constituir un tormento. A Nougués le interesa confirmar que ya no puede usar del mecanismo procesal que había tenido antes a su disposición, seguramente como letrado de acreedores, mientras que al Marqués le preocupaba los abusos producidos en la práctica, cuestión quizás no suficientemente debatida.

El caso es que el monitorio, en su versión originaria, desapareció con la Instrucción comentada y que luego se confirmó en las Leyes de Enjuiciamiento Civil posteriores, de 1855 y 1881, hasta la del año 2000, hoy vigente.

De esta breve referencia histórica hay dos notas que conviene extraer, posiblemente no ajenas a la situación actual del monitorio. De un lado, cabe reseñar que el monitorio, mandato de solvendo, aparece como una práctica nacida en el ámbito mercantil y que es aceptada y asumida por los tribunales. Se trata de un instrumento procesal que no es producido por el legislador para que los ciudadanos accedan a la justicia, sino que es directamente «inventado» por los ciudadanos. Pero nace en un ámbito concreto, en el de las relaciones entre comerciantes, ámbito éste productor de especialidades jurídicas que buscan fundamentalmente la celeridad en el tráfico, pero inicialmente no concebido para otra clase de relaciones.

De otra parte, se pone de manifiesto que en la práctica se generaban abusos. No hay motivos para considerar desacertada la opinión del Marqués de Gerona, pues es natural que una vez que se reconoce y da acogida a una institución procesal, ésta sea utilizada por todos aquellos a quienes pueda ser útil, más allá de lo que era su ámbito originario. Lo natural es imaginar que el mandato de solvendo se utilizara fuera del ámbito estrictamente mercantil, extendiéndose también a las relaciones entre comerciantes y consumidores y también a las relaciones entre quienes no son comerciantes.

A lo anterior hay que sumar que en tiempos pretéritos no había tanta preocupación como ahora hay sobre los derechos y garantías de los justiciables, particularmente en lo que se refiere al derecho de defensa. Un hábil planteamiento del monitorio seguido de una deficiente notificación, combinado con el ensalzamiento de la forma (destacado como uno de los males de la justicia en la Instrucción) son ingredientes adecuados para que el demandado pueda convertirse en «víctima» de la justicia, como también destaca el Marqués de Gerona. En definitiva, es general la idea de que por el mandato de solvendo, hoy por el monitorio, el acreedor puede alcanzar una posición favorable, lo que sólo puede ocurrir a costa de la contraparte.

II

Suprimido el mandato de solvendo, no es hasta la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 cuando se recupera la figura del monitorio para el Derecho español, aunque se pueda hablar de la existencia de una «estructura monitoria» para alguna clase de procedimientos especiales, como el antiguo juicio ejecutivo, etc.

Así, el monitorio del siglo XXI no es producto de una elaboración de la sociedad ni de una demanda social, al menos específicamente manifestada en este sentido, ni tan siquiera de algún sector de la economía, sino que es resultado de una elaboración legislativa, pues no puede ser de otra manera en nuestro vigente ordenamiento jurídico, donde se atribuye a la Ley el valor de genuina fuente del Derecho procesal.

En el proceso legislativo de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 se dejó claro que por ella se perseguía de modo principal la eficacia de la tutela judicial y, entre otras cosas, la protección del acreedor y la satisfacción del crédito, reflejándose así en la Exposición de Motivos o preámbulo de la Ley. Al referirse concretamente al monitorio, en el apartado XIX, dice que «la Ley confía en que, por los cauces de este procedimiento, eficaces en varios países, tenga protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables y, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños».

El legislador, así pues, no contempla la tradición hispana del mandato de solvendo sino que directamente acude a los modelos vigentes en los ordenamientos jurídicos de otros países, aunque no dice cuáles. No obstante, por lo que inicialmente se reflejó en el texto de la Ley, se optó más por seguir el modelo del Derecho italiano que el alemán.

Queda claro, por consiguiente, que el fundamento de la restauración del monitorio en nuestro Derecho es la protección del crédito, como lo ha sido siempre. Aunque el texto de la Exposición de Motivos se refiera sólo a los profesionales y empresarios medianos y pequeños, también sirve a los grandes, particularmente si en la práctica se comprueba que el monitorio tiene mayores ventajas que el procedimiento declarativo ordinario, como así ocurre. Pero no sólo eso, sino que el monitorio no se limita a las relaciones entre comerciantes sino también en gran medida para reclamar a los consumidores y usuarios sus deudas, incluso en el caso de usuarios de bancos y cajas de ahorro.

El ámbito en que inicialmente se circunscribía el mandato de solvendo es sobradamente traspasado en la práctica actual, pues así lo permite la amplia referencia que el artículo 812 hace respecto de la deuda monitoria y de los documentos en que la misma puede quedar reflejada, y así lo viene haciendo la práctica de los tribunales.

A mayor abundamiento, el límite cuantitativo de cinco millones de pesetas (treinta mil euros) inicialmente impuesto por la Ley ha sido extendido hasta los doscientos cincuenta mil por la Ley 13/2009, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial. Aún más, por la influencia de las disposiciones de la Unión Europea, que ha implantado un procedimiento monitorio paralelo sin límite de cuantía, ya se está tramitando en las Cortes un proyecto de Ley de medidas de agilización procesal en el que se elimina definitivamente el límite legal. En el señalado proyecto de Ley se extiende el monitorio al juicio de desahucio por falta de pago de rentas debidas.

Por otra parte, tras la reforma operada por la citada Ley 13/2009, se ha atribuido al Secretario Judicial una participación en el procedimiento monitorio que antes no tenía, acercándolo más al modelo alemán. De este modo, el Secretario Judicial estará facultado para constituir un título ejecutivo dictando el Decreto correspondiente. Cuando prospere la reforma pendiente para agilizar la justicia, el Decreto no estará sujeto a límite cuantitativo alguno y, lo que es una trascendental novedad, podrá ordenar el lanzamiento del inquilino moroso.

Todas estas novedades forzosamente llevarán a que la doctrina no se ponga de acuerdo sobre cuál es la verdadera naturaleza del monitorio, al menos del monitorio español, a caballo entre el modelo alemán y el italiano, pues si antes se podía discutir sobre ello, más aún tras la reforma producida y cuando vea la luz la que se encuentra en trámites. Es decir, si el mandato de solvendo era, por decirlo de alguna manera, un «producto social», generado por la práctica de los comerciantes, el monitorio del siglo XXI es una obra de diseño de los juristas. En el primer caso tendría justificación que se discutiera sobre su naturaleza jurídica; en el segundo, las crecientes dudas sobre la naturaleza jurídica del monitorio ponen de manifiesto que el legislador está actuando un poco atropelladamente.

III

Las discusiones sobre la naturaleza jurídica de las instituciones no es algo baladí, sino que tienen su traslado en la práctica, por más que los más acérrimos defensores de las escuelas de práctica jurídica colegiales persistan en la dicotomía teoría versus práctica jurídica. Si esto es así siempre, aún tiene más sentido en una regulación como la del monitorio, que es sentida por todos los operadores jurídicos como una novedad, que presenta numerosas dudas en su ejercicio práctico y que ha nacido, precisamente, para atender unos concretos supuestos que en la realidad se suscitan.

Lejos estamos ya del origen de la institución, el tráfico entre comerciantes, para extenderse ya a las relaciones con los usuarios y consumidores y, pronto, a las relaciones arrendaticias. El monitorio va creciendo en uso. Seguramente porque, como ocurría en el siglo XIX, proporciona al actor alguna ventaja sobre el deudor o, simplemente, sobre la lentitud de la justicia.

Pero una cosa es que se propague su uso por ser realmente útil y otra

es que se produzca un abuso, hasta el punto de que se pudiera llegar a decir que el deudor se convierte en «víctima» de la justicia. Realmente no creo que esto sea actualmente así; al menos, nuestros actuales principios y garantías procesales constituyen por ahora un valladar que no podrá saltar el acreedor arrollando los derechos del deudor. No obstante, las asociaciones de consumidores ya están preocupadas por el uso -abuso, a su juicio- que se está haciendo del monitorio, particularmente para reclamar las deudas con los bancos, afirmándose que en esta clase de procedimiento no se salvaguardan los derechos que corresponden o que deben corresponder a los usuarios y consumidores.

Esto es una llamada de atención, sin duda, que el legislador tampoco debe dejar de lado; sin duda que el Derecho no debe dar amparo al deudor moroso -casi habría que hablar a veces de deudor «doloso»-, pero no a cualquier precio. En este sentido, no es de desdeñar la reforma que se nos viene encima para agilizar la justicia, proyecto de Ley antes señalado, donde se van a recortar los procedimientos porque se van a suprimir recursos. Velemos por que después de la reforma la justicia sea realmente ágil y no «recortada», pues en el caso del monitorio, la combinación de su especial estructura con la del recorte de recursos pueden desembocar en entregar al actor un arma procesal «recortada».

No hay que olvidar que tras la concepción del monitorio lo que subyace es un cálculo estadístico, que no puede ser trasladado mutatis mutandi a todos los ámbitos, al menos sin una previa y sosegada reflexión. El fundamento del monitorio parte de reconocer que existen numerosos conflictos que no son discutidos, consistentes simplemente en la vigencia de una deuda y que se resuelve por el pago, sin más, teniendo el deudor el convencimiento de que esto es así, pero que no quiere o no puede pagar, sin que haya motivo para discutir y oponerse. De este modo, todo se reduce a una reclamación de pago de una cantidad dineraria que debe notificarse con éxito. La prestación que se espera es el pago de una cantidad dineraria.

El respeto a las garantías procesales, como se ha dicho, será esencial para que el monitorio no genere «víctimas» de la justicia como las decimonónicas. En este sentido, ahora que el legislador opta por la generalización del monitorio, es oportuno recordar lo que ya en más de una ocasión he puesto de manifiesto. Me refiero a la no exigencia de Abogado y Procurador en la solicitud del monitorio y que puede ser la causa en la realidad -me consta ya de algún caso- de que la «víctima» sea el propio actor. Es ya común en muchos ámbitos la idea de que la solicitud del monitorio es un documento que se puede obtener por Internet y que cualquiera puede cumplimentar y presentar ante los tribunales, pues por él lo único que pasa es que el Juzgado va a reclamar la deuda a la contraparte. Esto no es totalmente cierto, pues no es lo «único» que pasa. Como sabemos, si la cuantía litigiosa es inferior a seis mil euros, en caso de que el deudor se oponga al requerimiento de pago, el Secretario Judicial citará a las partes directamente a la vista del juicio verbal, con lo que la solicitud presentada por el lego equivaldrá a una demanda de juicio verbal. Si la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone que para cuantías superiores a los novecientos euros es necesario que la demanda se confeccione con la intervención de los profesionales señalados, los mismos motivos deben estar vigentes para la solicitud de monitorio, pues en estos casos no es mera solicitud sino demanda de juicio verbal.

Nuevamente la falta de claridad sobre la naturaleza del monitorio conduce a este resultado, donde el legislador no está seguro de si es jurisdicción voluntaria o contenciosa, siendo distinta la configuración según la cuantía litigiosa. Lo descrito -como digo, ya estaba advertido y ya está ocurriendo en la realidad-, puede ser la causa de que el actor se vea conducido a un juicio verbal con el que no contaba, pues la información jurídica que le habían ofrecido no era completa y resulta que no cuenta con los elementos de prueba necesarios o que quizás la vía procesal más conveniente fuera otra.

Si a lo anterior sumamos que dentro de unos meses la justicia habrá ganado en agilidad y que puede ser que ya no haya recurso de apelación para el juicio verbal, el actor habrá tenido en su mano un arma procesal de cañones recortados, pero que habrá disparado contra su propio pie.

IV

Se puede apreciar, con lo dicho, que el monitorio es en estos instantes uno de los cauces del proceso civil que más se están utilizando en la práctica. Su utilidad para la protección del crédito está fuera de toda duda. Los problemas que en la práctica se están suscitando son muchos, tanto porque las normas son pocas como por el intenso uso que los Abogados están haciendo del mismo, dada su utilidad, procurando su extensión a todos los supuestos posibles. A mayor abundamiento, ya se ha señalado que la Unión Europea lo ha adoptado para convertirlo en una vía común para reclamación de ciertos créditos transfronterizos. Por último, las nuevas tecnologías han generado documentos electrónicos, alejados del concepto de documento-papel, tangible y conocible a simple vista, pero que también están admitidos en el tráfico negocial y, por ello, también deben ser reconocidos en el ámbito jurídico procesal.

El monitorio resulta así un tema enormemente atractivo para el práctico y también para el estudioso del Derecho. Es un instituto de enorme vitalidad, cuyo futuro no se puede ni imaginar, pues no se le ven los contornos que lo delimiten, se encuentra en expansión, genera numerosas dudas teóricas y prácticas, es punto de encuentro de la teoría y de la práctica, de lo antiguo y de lo moderno.

Al estudio del monitorio ha dedicado muchos años y un gran esfuerzo el Doctor José María Quílez Moreno, hasta acabar cristalizando en la Tesis Doctoral que defendió con total éxito ante el Tribunal integrado por los Doctores María del Carmen Calvo Sánchez, que fue su Presidente, Antonio María Lorca Navarrete, Pablo Manuel Saavedra Gallo, Agustín Jesús Pérez-Cruz Martín y Alejandro del Valle Gálvez, todos ellos Catedráticos de Derecho Procesal, excepto el último que lo es de Derecho Internacional Público, en las Universidades de Salamanca, País Vasco, Las Palmas de Gran Canaria, Coruña y Cádiz. Por unanimidad recibió la máxima consideración, de sobresaliente cum laude.

Tuve el honor entonces de ser codirector -juntamente con la Doctora Ana María Rodríguez Tirado, Profesora Titular de Derecho Procesal de la Universidad de Cádiz- del trabajo y, por esa razón, he sido testigo del laborioso trabajo que hizo entonces, ganando tiempo al tiempo, para compatibilizar jornada laboral con la investigación, pero sin menoscabar un ápice la dedicación familiar.

El esfuerzo produjo resultado y tuvo su premio concluyendo con una magnífica tesis sobre El proceso monitorio y las nuevas tecnologías, con el final ya señalado. Haciendo caso de las sugerencias del Tribunal, el ya Doctor Quílez ha revisado su obra, recogiendo en ella todas novedades legislativas, lo que no es poco, habida cuenta del legislador compulsivo que padecemos, y bibliográficas que continuamente se están produciendo en la materia. Con la minuciosidad que le caracteriza ha estudiado el procedimiento monitorio abordando todas y cada una de las cuestiones que se pueden plantear y que se han planteado en su tramitación. Para ello ha tenido especial interés en traer a la obra múltiples resoluciones del Tribunal Supremo y de las Audiencias Provinciales que se encuentran publicadas, incluso las más relevantes de órganos inferiores, estudiándolas y sometiéndolas a crítica que luego ha expuesto de forma ordenada, útil para el estudioso pero también para el práctico del Derecho.

Esto último es algo que también caracteriza el trabajo del Dr. Quílez, pues su afán por investigar y penetrar en los ámbitos más teóricos no le ha hecho olvidar su condición de ejerciente y aporta una especial perspectiva de los problemas y de las soluciones. Teoría y práctica jurídica no son cosas diferentes, eso se ha dicho más arriba, pues el Derecho es uno. Por eso el enfoque del trabajo que ha realizado el autor es de lo más acertado, ya que en su persona ambas aptitudes están presentes.

A todo lo anterior hay que añadir que el autor se muestra preocupado también por el futuro de la institución, abordando así las nuevas tecnologías en el monitorio, pero no sólo desde la perspectiva siempre interesante del documento electrónico como documento monitorio o acreditativo de la deuda monitoria, sino que también indaga con acierto sobre un procedimiento monitorio telemático, que es encajado dentro de las previsiones que se están haciendo sobre la modernización tecnológica de la justicia.

El trabajo es así de máximo interés para los que quieran estudiar y conocer el monitorio, para los que quieran resolver concretos problemas que en la práctica se puedan suscitar, pero también contiene propuestas para el legislador, que ojalá un día gane tiempo y prudencia para leer con detalle esta obra y proponer medidas legislativas adecuadas.

Queda así justificado que diga ahora que es para mí todo un honor que el autor me haya invitado a prologar su obra.

Cádiz, a 12 de mayo de 2011.

Arturo Álvarez Alarcón 

Catedrático de Derecho Procesal 

Universidad de Cádiz 





El proceso monitorio: aspectos relativos a su fundamento y naturaleza jurídica 



I.  MOROSIDAD Y PROTECCIÓN DEL CRÉDITO: JUSTIFICACIÓN DEL PROCESO MONITORIO COMO INSTRUMENTO DE DEFENSA

Antes incluso de su introducción en nuestro ordenamiento jurídico a través de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC), el proceso monitorio ha provocado numerosas discusiones, tanto sobre su justificación o razón de ser, como sobre su naturaleza jurídica, amén de un análisis exhaustivo de los arts. 812 a 818 del Capítulo I, Título III, del Libro IV, dedicados en la LEC a dicho proceso.

Desde los orígenes del monitorio durante la Alta Edad Media, este proceso ha tenido como finalidad lograr una tutela judicial de los créditos de los mercaderes, más efectiva y rápida que la otorgada por el proceso del Derecho común, surgiendo en el siglo XIII el praeceptum o mandatum de solvendo cum clausula iustificativa, que no tenía otra pretensión que la de obtener un título ejecutivo, sin contradicción alguna previa (1) .

Paulatinamente, el proceso monitorio ha ido adquiriendo mayor importancia en los ordenamientos europeos, siendo así que la Comisión Europea, a través del informe Storme del año 1992, vino a consolidar dicho proceso como una auténtica institución europea, promoviendo su regulación y aplicación en todos los países europeos comunitarios, lo que ha dado lugar a diversos proyectos encaminados a establecer un auténtico «proceso monitorio europeo» (2) .

Lo cierto es que en el ámbito europeo la morosidad ha ido adquiriendo cada vez mayor importancia. Ya en el año 2000 se había dictado la Directiva 2000/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Esta Directiva debería haberse recogido en España antes del 8 de agosto de 2002, aunque finalmente se incorporó a nuestro Derecho interno con la reciente Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (3) .

Pero... ¿por qué tanta insistencia en esta lucha contra la morosidad (4)  y la necesidad de buscar cauces para combatirla, como es la presencia en nuestro ordenamiento del actual proceso monitorio? La morosidad, como fenómeno social, no viene originada precisamente por la Administración de Justicia, sino por los propios morosos, y en muchas ocasiones el elevado número y resistencia de los mismos es reflejo fiel no sólo de posibles influencias de crisis económicas, sino de un déficit y laxitud cultural y moral de la propia sociedad, que tiene como contrapartida la merma en el cobro de créditos por parte de los acreedores, quienes buscarán precisamente en la Administración de Justicia los mecanismos apropiados para que se les garantice eficazmente la tutela de su crédito (5) .

La cuestión no es baladí, pues «no olvidemos que el moroso genera una reacción empresarial frente al riesgo de impago, que repercute en todo lo demás, en la medida que la provisión frente al riesgo va a implicar un encarecimiento del precio de los bienes y servicios y afecta a todos los órdenes de la sociedad», mas si tenemos en cuenta que «en las grandes compañías, y especialmente en las entidades financieras, la morosidad esperada forma parte del precio como un componente más del mismo», no ocurre lo mismo con el pequeño empresario, por lo que resulta «necesario incrementar las medidas que protejan el crédito y agilicen los procedimientos», especialmente en beneficio de estos últimos (6) .

No cabe duda de que el que no tiene, no paga, del mismo modo que resultará difícil que pague o responda patrimonialmente quien no quiere pagar, pero ello no debe ser obstáculo para que la Ley arbitre mecanismos eficaces de lucha contra realidades de impago más o menos generalizado (7) .

De este modo, «una economía como la nuestra, enraizada en las reglas del mercado, necesita, desde el punto de vista procesal, mecanismos jurisdiccionales que vayan más allá de los simples procedimientos declarativos ordinarios, pues no se trata sólo de proteger el derecho violado, en este caso el derecho de crédito, sino, fundamentalmente, de potenciar los negocios jurídicos que dan lugar al derecho de crédito, todo ello mediante la oferta al acreedor de mecanismos procesales que, al mismo tiempo, sean decisivamente coactivos para el deudor» (8) .

Se alega por ello que la finalidad de este proceso es, básicamente, «la protección privilegiada del crédito, ante la insatisfacción que proporcionan los mecanismos normales del juicio declarativo ordinario o verbal», precisamente como consecuencia de la «preocupación social causada por una determinada clase de morosidad» que puede afectar al adecuado desarrollo económico, lo que conduce al legislador a la búsqueda de vías «específicas, mucho mejores que las ordinarias, para que determinados créditos puedan encontrar una pronta satisfacción judicial, una tutela jurisdiccional plenamente efectiva (art. 24.1 CE), básicamente por la seguridad que proporciona la rapidez de la tramitación, ya que el tráfico jurídico-mercantil exige perentoriamente que el acreedor impagado se vea repuesto en su patrimonio cuanto antes» (9) .

Como podemos apreciar, la lucha contra la morosidad comercial para paliar sus nocivos efectos sobre la realidad empresarial es una cuestión que preocupa, y mucho, en el orden socioeconómico. El proceso monitorio se ha convertido paulatinamente en un instrumento de confianza para combatir esta lacra de la morosidad que perjudica la eficacia de las relaciones comerciales y, en ocasiones, la deseable estabilidad económica de los negocios. Sirvan como ejemplo los siguientes datos (10)  de su evolución en España:



	 
	 
	 
	 



	 
	2006
	2007
	2008
	2009
	Evolución 2006/2007
	Evolución 2007/2008
	Evolución 2008/2009



	Ingresados
	366.532
	420.599
	645976
	856875
	14,80%
	53,6%
	32,60%



	Resueltos
	327.973
	394.594
	499543
	689756
	20,30%
	26,60%
	38,10%



	Pendientes
	263.231
	282.504
	422884
	572384
	7,30%
	49,70%
	35,40%



	 
	 
	 
	 




Terminación de monitorios 2008

Pago:10,9%

Ejecución: 36,9%

Transformación a Juicio Verbal: 3,5%

Transformación a Juicio Ordinario: 2,5%

Otras: 46,3%

Terminación de monitorios 2009

Pago: 8,7%

Ejecución: 38,7%

Transformación a Juicio Verbal: 3,4%

Transformación a Juicio Ordinario: 2,7%

Otras: 46,4%


	 


	 
	Ejecuciones ingresadas
	Ejecución monitorios
	% debidas a monitorios



	2002
	302.536
	55.053
	18,2%



	2003
	320.373
	84.684
	26,4%



	2004
	339.968
	99.370
	29,2%



	2005
	368.206
	116.100
	31,5%



	2006
	369.342
	125.271
	33,90%



	2007
	401.778
	144.439
	36,00%



	2008
	505.425
	184.085
	36,42%



	2009
	685.211
	267.222
	39,00%


	 



Pero este instrumento de protección, en el orden socioeconómico en el que actualmente nos desenvolvemos, debe encaminarse hacia delante, y así, para garantizar aún más el éxito del proceso monitorio, se sugiere, entre otras cuestiones, «favorecer la posibilidad de empleo de las nuevas tecnologías informáticas y de comunicación online en la petición inicial (petición telemática) e incluso para el requerimiento de pago posterior, como ya ocurre en la Zivil Prozess Ordnung (ZPO) de Alemania». En consecuencia, para facilitar la informatización del proceso sin necesidad de variar el modelo documental escogido por la LEC, cabría «posibilitar la petición mediante formulario con tratamiento a través de la página web del Ministerio de Justicia o del Consejo General del Poder Judicial, garantizando la autenticidad mediante firma electrónica avanzada y tratando el documento mediante reproducción por lector óptico o escáner» (11) .

De lo expuesto hasta el momento podemos sacar la conclusión de que el proceso monitorio nace para otorgar una de protección privilegiada del crédito, es decir, para otorgar una tutela más efectiva al mismo y luchar contra la morosidad latente que pone en riesgo la seguridad del tráfico jurídico-mercantil. En consecuencia, cabe señalar que el interés principal o la finalidad perseguida por este proceso, sea la de acelerar el cobro de las deudas suscitadas en este entorno; conseguir, en definitiva, que los créditos y deudas se hagan efectivos y puedan ser cobrados por los acreedores sin excesivas dilaciones, temporales o procedimentales (12) .

Así, el proceso monitorio se podría configurar como «un instrumento» o cauce procesal que, beneficiado de una cierta abreviación procedimental, permite conminar al deudor al pago de la deuda que tiene contraída frente a su acreedor, valorando qué actitud adopta aquél frente a la reclamación del crédito de éste, de modo que las actitudes pasivas del deudor permitan que «el derecho de crédito que con ciertas características se contiene expresado en determinados documentos», no se vea perjudicado, sino que sea posible obtener el despacho de la ejecución del mismo, evitando con ello pérdidas de tiempo y sancionando, indirectamente, dicha actitud pasiva del deudor frente a la reclamación en su contra (13) .

Se trataría, en definitiva, de robustecer la efectividad del derecho de crédito, intentando dotar al mismo de una específica tutela procesal civil que se desarrolle con la celeridad y la eficacia que siempre precisaría la definición judicial de los conflictos nacidos en el seno del tráfico comercial (14) .

Como vemos, van quedando claras las ideas u objetivos que este proceso pretende conseguir: obtener con cierta facilidad el cobro de un derecho de crédito, evitando pérdidas de tiempo y luchando de manera más firme contra la morosidad, traducida ésta como la actitud rebelde o pasiva que normalmente suele adoptar el deudor-moroso. O en palabras de la Exposición de Motivos de la propia Ley de Enjuiciamiento Civil: «(...) la Ley confía en que, por los cauces de este procedimiento (...), tenga protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables y, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños» (15) .

Se trasladan al proceso monitorio ideas como la abreviación procedimental, la protección rápida y eficaz, y la posibilidad de un despacho de ejecución. Y desde esta base se ha dicho que «el proceso monitorio permite al acreedor que inicialmente carece de un título ejecutivo seguir una ejecución dineraria contra su deudor, salvo que éste se oponga a que se despache la ejecución», por lo que mantiene una «estrecha relación con la función ejecutiva», visto que la exigencia de un proceso declarativo ordinario no hace sino dificultar la ejecución cuando el deudor poco o nada tiene que discutir al derecho del actor, y el único obstáculo para lograr la efectividad del crédito es el incumplimiento voluntario del deudor (16) .

Como ya se dijo hace tiempo, ante la inoperancia del proceso declarativo y la rigidez de sus requisitos formales se dificulta la posibilidad de obtener la satisfacción de determinados créditos, lo cual puede originar una «falta de tutela judicial efectiva en los términos del art. 24 CE», dado que obligar al acreedor a acudir a dichos mecanismos ordinarios, especialmente ante reclamaciones de importes no excesivamente elevados, «es tanto como conminarle a desistir de su intento», máxime si dicho acreedor se encuentra de contrario con una «postura que especula con su propio comportamiento», por lo que «como pone de relieve Perrot, el acreedor es víctima, por parte de su deudor, de una verdadera conjura del silencio, que sólo podrá desaparecer cuando aquél pueda disponer de una posibilidad eficaz de acceder a la ejecución, de modo rápido, con el mínimo gasto y según un procedimiento simple y sencillo» (17) .

Con todo, aunque en principio no debamos confundir la razón de ser o justificación de este proceso con su naturaleza jurídica (18) , a la que tendremos ocasión de referirnos a continuación, encontraremos que, en ocasiones, parecen guardar una estrecha relación. Ahora bien, importa destacar que, tras la reforma operada en la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de Reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, se ha producido un cambio muy significativo que afecta a una de las notas que caracterizaban a este proceso: la jurisdiccionalidad (19) .

Así, actualmente la admisión de la petición monitoria corresponderá, con carácter general, al Secretario judicial, y será éste quien realizará el requerimiento de pago al deudor bajo apercibimiento de ejecución, y será éste también, y no ya el juez, quien adopte la decisión de finalizar el proceso monitorio, tanto en el caso de producirse el pago del deudor como en el caso de concurrir la oposición del mismo o su incomparecencia e impago. ¿Se está produciendo acaso una desjudicialización del proceso? ¿Asistimos, quizá, a un nuevo concepto de «proceso administrativizado», dado que al no existir jurisdicción difícilmente puede hablarse de proceso jurisdiccional? (20) .

II.  LA CONTROVERTIDA NATURALEZA JURÍDICA DEL PROCESO MONITORIO

1.  Introducción

El análisis doctrinal y jurisprudencial de la controversia suscitada en torno a cuál es la naturaleza jurídica del proceso monitorio, nos conduce a concluir que se trata de una «tarea más doctrinal que práctica y de difícil e incierto resultado ante la variedad de situaciones que posibilita», sin que llegue a reportar, realmente, una utilidad práctica (21) .

Podemos decir, como punto de partida, que el carácter típico de este proceso se encuentra en la falta de toda cognición sobre el fundamento de la demanda, entendiendo que esta posibilidad no resulta contraria al principio de audiencia, dado que el deudor siempre podrá oponerse a la petición del acreedor antes de que se despache ejecución, resolviéndose el asunto definitivamente en el juicio ordinario que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el art. 818 de la LEC (22) .

Como se indicó antes, la doctrina y la jurisprudencia de las Audiencias Provinciales han debatido insistentemente desde la promulgación de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil, sobre la naturaleza jurídica del proceso monitorio, configurando al mismo bien como un proceso declarativo (especial), bien como un proceso ejecutivo. Lo que incluso cabe preguntarse también es si el llamado proceso monitorio es verdaderamente un proceso, un cauce jurisdiccional para la resolución de un litigio, o más bien un mero expediente de jurisdicción voluntaria o una especie de diligencia preliminar dirigida a la creación de un título ejecutivo.

Otra posibilidad considerada era contemplar el proceso monitorio como un juicio cambiario vistas las semejanzas con el mismo, ya que en ambos procesos, el despacho de ejecución resulta precedido por una intervención pasiva del deudor y, en ambos, si existe oposición se entra en un juicio de cognición. Sin embargo, se sostiene que, «a diferencia con el nuevo juicio cambiario, en el proceso monitorio ni existe inicialmente un título sino que se crea en el procedimiento, ni existe inicialmente una actividad ejecutiva de traba inmediata al requerimiento, sino que ésta es posterior a la creación del título, y al despacho de ejecución y si existe oposición se abre un juicio contradictorio sin la cognición limitada como sucede en el cambiario» (23) .

2.  Un acercamiento a la posible naturaleza ejecutiva

Se expresó anteriormente que, aspectos como la abreviación procedimental y la conminación al pago del deudor, permitirían considerar una estrecha relación entre la finalidad del proceso monitorio y su posible naturaleza ejecutiva. ¿Cabe afirmar, pues, que la misma sea realmente de tipo ejecutivo? (24) . Una lectura del art. 816 LEC puede conducirnos a dicha conclusión, principalmente al advertir la serie de actuaciones que el órgano judicial lleva a cabo tras la presentación de la petición monitoria, y que se plasman en un «requerimiento de pago» al que, si posteriormente no existe oposición por parte del deudor, le sigue un despacho de ejecución. En este sentido, cabría considerar al proceso monitorio como una variedad de proceso especial de naturaleza ejecutiva (25)  al que se podría acceder sin el oportuno título de ejecución (26) .

Pero si partimos del principio nulla executio sine título, puesto que no hay resolución alguna que declare la existencia del título, cabría suponer la existencia de dos fases en este proceso y, como se ha manifestado, debería considerarse que «toda aquella porción del procedimiento que esté más acá del título ejecutivo, del cual constituye preparación y perfeccionamiento, es cognición; toda aquella porción que está más allá del título ejecutivo, del cual constituye desarrollo y consecuencia, es ejecución» (27) .

Puede pensarse que, al encontrarnos con anterioridad al despacho de ejecución con actos como un «requerimiento de pago», al que podemos atribuir cierta eficacia ejecutiva, el proceso monitorio tenga, en verdad, una naturaleza de esas características. Mas este efecto ejecutivo puede ser mitigado si se atribuye a dicho requerimiento cierto carácter condicional, dado que la efectividad del mismo precisa de una cierta contradicción (o al menos ofrecer dicha posibilidad al deudor) para que llegue a tener la pretendida fuerza ejecutiva, con lo que dicho acto tendría caracteres declarativos con trazas de conversión en una resolución finalmente ejecutiva (28) .

No obstante lo anterior, puede argumentarse igualmente que, si se atribuyen al requerimiento de pago del proceso monitorio los caracteres propios del mandato de pago del proceso de ejecución, «lógicamente debe atribuírsele tal naturaleza, y por lo tanto no debe ser modificada la misma por la circunstancia de que su eficacia natural quede sometida a una condición, pues las condiciones jurídicas modifican la eficacia de los actos, pero no la naturaleza de los mismos, por lo que debería afirmarse la naturaleza ejecutiva del requerimiento de pago», apuntándose además que «el requerimiento de pago no está sometido a condición alguna, sino que se limita a ordenar, a partir de la apreciación de un principio de prueba del derecho del acreedor, el pago. La realización del pago o su frustración no privan de eficacia al requerimiento, pues su virtualidad se agota en la admonición dirigida al deudor» (29) .

Por ello se viene sosteniendo que el hecho de atribuir una cierta naturaleza ejecutiva al requerimiento de pago no debe suponer que la misma deba coincidir con la naturaleza que corresponde al proceso monitorio (30) , pues no debe ser determinante de la misma, sino en todo caso considerar que se está adelantando alguna de las actividades propias del despacho de ejecución, y ello no debe ser argumento suficiente para calificar, por sí solo, una posible naturaleza ejecutiva del proceso monitorio, máxime cuando esta primera fase del proceso parece estar dirigida a la constitución del título ejecutivo del que carece el acreedor, lo que permitiría defender, en sentido contrario, una posible naturaleza de tipo declarativo (31) .

Todo ello no impide que también existan defensas sobre la naturaleza ejecutiva del proceso monitorio, considerando que «se estaría ante una ejecución directa e inmediata en la que se carece de fase de cognición previa», de tal modo que el procedimiento se estructuraría básicamente «como una vía de apremio, en la que el juez realiza un derecho del acreedor que éste no puede realizar por sí solo, porque se lo impide el principio de la paz jurídica». De este modo, considerando la técnica monitoria en función de dicha vía de apremio, y como tal de ejecución procesal, «su fundamento es preciso hallarlo en el mandato de pago, que no sería el resultado de una actividad declarativa propiamente dicha que implique el contradictorio y tras él la condena (título de ejecución), sino que (...) aquél surge inaudita altera parte y sin los requisitos de la contradicción propios de proceso declarativo» (32) .

3. Posturas sobre su naturaleza como proceso declarativo

Atribuir al proceso monitorio la naturaleza propia de los procesos de cognición, con la finalidad de conseguir así rápidamente un título ejecutivo, supone desplazar la iniciativa del contradictorio del actor al demandado, para que los hechos afirmados por el actor se tengan como verdaderos simplemente porque el demandado no se ha valido oportunamente de su derecho de contradecirlo (33) .

Se suele tomar como punto de partida en defensa de la naturaleza declarativa del proceso monitorio, la presencia de distintas fases en el mismo. De este modo, una primera fase, encuadrada desde la presentación de la petición hasta la creación del título ejecutivo, viene siendo considerada como un proceso declarativo especial, ya que «hay necesidad de declaración previa antes de poder dar satisfacción a la pretensión de creación del título ejecutivo interpuesta, en la que se dicte una resolución judicial que sancione la validez y eficacia del documento presentado, transformándolo en título ejecutivo». A esta fase le seguiría una segunda con dos posibilidades de transformación distintas, que afectarían a su naturaleza jurídica, de tal modo que: 1.º si el demandado no compareciere, se transformaría en un proceso de ejecución, y 2.º, si el deudor no está conforme con la reclamación monitoria del acreedor y se opone a la misma, el proceso se transforma en un declarativo ordinario, con las precisiones del art. 818 LEC (34) .

En síntesis, parece que «el debate ha de resolverse practicando una "disección quirúrgica", atendiendo a las distintas fases en las que se estructura este proceso», por lo que cada vez con más insistencia se considera acertada la opinión de los que postulan caracterizar este proceso en función de la variación de sus fases, «y parece ser la tesis doctrinal que goza de mayores adeptos», de tal modo que, en una primera fase, que comprendería hasta la creación del título, nos hallaríamos ante un proceso caracterizado por la sumariedad y la ausencia de contradicción, de tipo declarativo, sumario y especial, aunque precisa una función de conocimiento mínimo para preparar el título ejecutivo. En la segunda fase el proceso transformaría su naturaleza en función de la actitud del deudor, y así, si no comparece éste, el proceso adquiere naturaleza ejecutiva, mientras que si comparece para oponerse el proceso se convierte en un juicio declarativo ordinario y plenario (35) . Tales posturas no sólo han tenido su reflejo doctrinal, sino también jurisprudencial y legislativo (36) .

Ahora bien, si nos pronunciamos a favor de una naturaleza jurídica declarativa, no podemos ser ajenos a una cuestión clave, pues, ¿dónde radica la cognición propia de este tipo de procesos, máxime si en el proceso monitorio falta toda cognición sobre el fundamento de la demanda? Se defiende en tal sentido que «la falta de contradicción del deudor es el fundamento de la "declaración de certeza" contenida en la resolución que ordena el requerimiento de pago, aunque hasta que no transcurra el plazo para pagar u oponerse, no podrá verificarse la actitud contumaz del deudor» (37) .

Mas tales argumentos tienen su origen en la especial configuración del proceso monitorio italiano («procedimento d ingiunzione»), en el que la admisión de la petición debe declarar probados los hechos constitutivos del derecho del actor, partiendo de los documentos que se hayan presentado. En tal sentido, el actor ha de ofrecer prueba de los hechos constitutivos de su derecho y el órgano jurisdiccional debe proceder a un enjuiciamiento de la suficiencia de dicha prueba. Sin embargo, en el proceso monitorio español no ocurre lo mismo, ya que la resolución que ordena el requerimiento de pago no entraña decisión alguna sobre el derecho del acreedor por el cual deba efectuarse el requerimiento, sino que tiene un carácter procesal y es adoptada partiendo de un mero principio de prueba. Así, cuando el órgano jurisdiccional ordena el requerimiento de pago al deudor, «no estima la pretensión del actor, sino que realiza el primero de los actos condicionados a la simple admisión de la petición inicial en estricta aplicación de la Ley», alejándose de este modo de la configuración del proceso monitorio italiano (38) .

De este modo, cabría indicar que es distinto el fundamento de la resolución que ordena el requerimiento de pago al deudor, del fundamento del despacho de ejecución, dado que éste «se justifica en la falta de oposición del deudor, mientras que para requerirle de pago es suficiente la verificación de los presupuestos y requisitos a los que la ley condiciona la iniciación de este proceso», por lo que no sería posible justificar la resolución ordenadora del requerimiento de pago como una declaración de certeza del derecho del acreedor, sino más bien como una «resolución de ordenación del proceso de contenido estrictamente procedimental» (39) .

Lo que cabe preguntarse, pues, es si existe o no una actividad de conocimiento (40)  que nos permita defender con mejores argumentos la naturaleza declarativa del proceso monitorio. Dicha actividad cognoscitiva estaría encaminada a la preparación de un posterior título ejecutivo, por lo que el tribunal (ahora el Secretario judicial) debe, cuando menos, analizar el documento o documentos presentados y vigilar si concurren el resto de requisitos legales para la admisión de la petición monitoria, dando traslado posteriormente de la petición al deudor. Se sostiene que tal actividad supone «conocer procesalmente hablando», por lo que no cabe negar la existencia de fase declarativa en el proceso monitorio, ya que «el derecho del acreedor a obtener un título ejecutivo debe ser declarado en todo caso con carácter previo».

Lo que diferenciaría a este proceso monitorio del proceso de declaración ordinario, y por ello cabría calificarlo como especial, es que en esta fase inicial no existe contradicción, ni siquiera inversión del contradictorio, pues las disposiciones del proceso monitorio se aplican con toda su fuerza, precisamente, ante la falta del mismo, ya que introducir dicho trámite de contradicción, previsto legalmente a través de la posible oposición del deudor, implica modificar la naturaleza del proceso, transformándose el mismo en un juicio verbal u ordinario en función de la cuantía reclamada (41) .

Aun así, a pesar de ese carácter de «proceso declarativo especial» señalado en el Preámbulo de la Ley 13/2009 de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, qué duda cabe que la pérdida de la nota de jurisdiccionalidad del proceso con la atribución al Secretario judicial de su intervención en cada una de las fases, y la consiguiente exclusión del juez de las mismas, hace pensar que, en realidad, asistimos a un «procedimiento especial», de difícil encaje en lo que comúnmente se identifica en las leyes de enjuiciamiento como «proceso» (42) , ni como ordinario, ni como especial, mas la Ley así pretende considerarlo y así tratamos de abordarlo, con las oportunas puntualizaciones que doctrinal o jurisprudencialmente se vienen señalando.

4.  Un carácter propio de jurisdicción voluntaria. ¿Administrativización del proceso?

Ciertamente, tal como se expresó con anterioridad (43)  y a la vista de los apartados precedentes, determinar la naturaleza jurídica del proceso monitorio se convierte en una tarea más doctrinal que práctica, con un difícil e incierto resultado ante la variedad de situaciones que posibilita, que además no nos reporta una utilidad práctica.

Precisamente, quizá sea la utilidad práctica del proceso monitorio el punto de partida que debemos tomar para poder definir mejor su posible naturaleza, o al menos para tomar conciencia efectiva de cuál es la finalidad de este proceso y dónde encuentra su mejor ajuste, no exclusivamente desde perspectivas puramente doctrinales, sino especialmente desde aspectos relacionados con su utilidad.

De este modo, la tutela del derecho de crédito a través del proceso monitorio puede plasmarse en términos absolutos con los datos objetivos reflejados previamente (44) , pero quizá resulte aún más significativo evaluar el comportamiento y la incidencia de dicho proceso en términos relativos, tomando para ello otros datos (45)  y, así, observamos en el resumen de la jurisdicción civil del año 2008 que el total de asuntos ingresados es de 1.708.762, de los que corresponden a los Juzgados de Primera Instancia y a los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, un total de 1.443.898 asuntos civiles (785.465 y 658.433, respectivamente) (46) . Rescatando los datos anteriormente reseñados sobre la evolución del proceso monitorio en nuestro país, podemos comprobar cómo en el año 2008 ingresaron por tal motivo 645.976 asuntos, lo que nos lleva a concluir que, sobre el total de asuntos civiles ingresados en 2008 (1.708.762 asuntos), un 37,80% de los mismos correspondió a procesos monitorios, y si depuramos aún más los datos, sobre el total de asuntos civiles ingresados en los Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de Primera Instancia e Instrucción en 2008 (1.443.898), el porcentaje de procesos monitorios ingresados supone el 44,73%.

Es más, un informe de octubre de 2008 del CGPJ (47)  muestra que, como consecuencia de la crisis económica internacional, se aprecia un aumento y aceleración de juicios ordinarios, verbales, cambiarios y procesos monitorios en el segundo trimestre de 2008, destacándose especialmente el enorme incremento de procesos monitorios, al tomar como referencia el número de procesos de este tipo ingresados en el 2.º trimestre de 2007 (105.562), y el número de los ingresados en el 2.º trimestre de 2008 (167.827), lo que supone un incremento interanual en dicho período de un 58,98%.

¿Ha sido acaso la intención del legislador la de crear un proceso que aglutine el mayor número de reclamaciones de deuda en el orden procesal civil, pero aumentando con ello la carga de asuntos, de tiempo y de litigiosidad a través de mecanismos procesales declarativos ordinarios? No parece que propiamente haya sido esa su intención (48) , sino quizá, y así se ha sostenido, «ofrecer una tutela no jurisdiccional aunque judicial del crédito». Es decir, posibilitar un procedimiento en donde el actor no pide que se declare el derecho de crédito, sino tan sólo que se le proteja por el órgano judicial, y para ello que se ordene un simple requerimiento de pago, por lo que cabría decir «que se trata de un expediente de jurisdicción voluntaria, en el que el juez no declara el derecho, sino que lo conforma, y en donde realiza una actividad que bien podría llevar a cabo cualquier otro funcionario» (49) .

De este modo, el proceso monitorio no cabría conceptuarlo siquiera como un auténtico o clásico proceso, sino quizá como una «especie de diligencia, expediente o procedimiento preliminar de naturaleza puramente ejecutiva; como una modalidad, en definitiva, de "requerimiento de pago de origen judicial"», promovida por el acreedor de forma voluntaria con la esperanza de que «si la misma finaliza con éxito por ser atendido el requerimiento de pago, se habrán ahorrado todo un previo proceso declarativo encaminado a obtener un título de ejecución jurisdiccional», siendo perjudicado tan solo en una pérdida de tiempo si, como consecuencia de una posible oposición del deudor, se desemboca finalmente en la incoación del proceso declarativo que pudiera corresponder (50) .

Así pues, si reflexionamos sobre la finalidad del proceso monitorio y nos alejamos de disquisiciones limitadamente prácticas sobre su naturaleza jurídica, sería posible concluir que en nuestro país el proceso monitorio está diseñado de forma muy parecida a un «procedimiento de jurisdicción voluntaria» (51) , cuyo principal objetivo es evitar la discusión veleidosa relativa al pago de una deuda de unas determinadas características y sobre la que, en principio, poco o nada se tiene que discutir, soslayando los cauces procedimentales de los procesos declarativos ordinarios (los cuales se antojan al acreedor poco rápidos y efectivos para ver tutelado su crédito) (52) , posibilitando con ello que el acreedor pueda ver acelerado el cobro de su deuda frente al deudor, ya sea porque éste pague al no tener nada que objetar, o porque adopte una actitud esquiva o de silencio que le repercutirá negativamente provocando una ejecución en su contra, y permitiendo que si realmente el deudor tiene algo que objetar al pretendido cobro de la deuda por parte del acreedor, lo exponga de forma rápida y sucinta, para que la discusión se resuelva a través del correspondiente proceso declarativo.

Así, el procedimiento monitorio trataría de evitar realmente el pleito o litigio entre las partes, porque presume que la posición del acreedor goza de un principio de prueba justificado documentalmente que resulta suficiente para poder evitar un proceso contradictorio y, por lo tanto, el derecho del acreedor (que no es cualquiera, sino una deuda de caracteres específicos que el legislador ha pretendido defender especialmente por razones de política legislativa ordenada a la protección del crédito y la lucha contra la morosidad), debe ser tutelado conminando al deudor, a quien se le brindará simplemente la posibilidad de pagar u oponerse, o como expresamente señala el art. 815 de la LEC, se le «requerirá» (53)  para que «pague al peticionario» o comparezca y «alegue sucintamente, en escrito de oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada».

La labor cognoscitiva realizada sobre la propia petición y los documentos justificativos de la deuda reclamada por el acreedor, previa oportuna modificación legislativa, puede ser perfectamente realizada por figuras como la del Secretario judicial (54) . Piénsese, verbigracia, que otras figuras como notarios o registradores ejercen también funciones de acreditación de suficiencia documental en muchos negocios jurídicos, e incluso en actuaciones propias de jurisdicción voluntaria como pudiera ser un expediente de dominio (55) , donde pueden incluso (en este caso el Registrador) suspender la inscripción solicitada previamente por falta, v. gr., de la oportuna licencia de segregación o declaración de innecesariedad.

Por otro lado, la voluntariedad del procedimiento monitorio puede apreciarse, además, si tomamos en consideración la falta de disposición legal que obligue a encauzar la pretensión del acreedor sólo y exclusivamente a través de dicho procedimiento, dado que el acreedor puede perfectamente eludir voluntariamente la aplicación del mismo y asumir directamente los cauces del correspondiente proceso declarativo. El beneficio que debe reportarle al acreedor el procedimiento monitorio es, precisamente, acelerar el cobro de una deuda específica sobre la que estima que no debe existir discusión alguna, y con ello evitar el pleito contradictorio, bien que debe salvarse la posibilidad de que realmente el deudor estime que sí existe controversia respecto a la deuda, y que ésta debe ser discutida oportunamente en el correspondiente declarativo.

Sí es cierto que el carácter de jurisdicción voluntaria puede diluirse parcialmente como consecuencia de la diferente transformación que se produce a raíz de una posible oposición del deudor, pues si bien el legislador ha previsto en el art. 818.2 LEC que, en estos casos, cuando la cantidad reclamada supere la propia del juicio verbal (superior a 6.000 €, conforme art. 249.2 LEC), debe plantearse demanda de juicio ordinario (lo cual nos lleva a pensar que el procedimiento monitorio ha sido, precisamente, un intento previo y voluntario del acreedor por evitar el proceso contradictorio), no sucede lo mismo si el importe reclamado encaja en los trámites del juicio verbal (inferior a 6.000 €, conforme el art. 250.2 LEC), ya que en tal supuesto, el planteamiento de la oposición del deudor provocará la inmediata convocatoria al acto de la vista de dicho juicio y, por ende, cabría considerar a la petición monitoria como una demanda sucinta con su consecuente naturaleza jurídica de proceso declarativo (56) .

Mas tal interpretación, sin ser de plano descartable, sigue sin reportar elementos clarificadores al procedimiento monitorio, ni mucho menos le sustrae la intención previa con la que se interpuso, es decir, la voluntariedad del acreedor por evitar, precisamente, un proceso declarativo en el que se discuta y contradiga la deuda. De este modo, la conversión directa en estos casos a un juicio verbal, puede obedecer a una política legislativa que trató de no frenar de golpe la celeridad alcanzada con la presentación de la petición monitoria, si bien es cierto que ello ha provocado una confusión y discusión sobre la naturaleza del proceso (declarativo o ejecutivo), atendiendo precisamente a las llamadas corrientes clásicas que lo configuran (pura o documental) (57) , para terminar olvidando que, realmente, dicho procedimiento, hasta su posible conversión como consecuencia de la oposición del deudor, puede tener realmente caracteres más cercanos a una auténtica jurisdicción voluntaria (58) .

Y cabe preguntarse: ¿acaso esta voluntariedad del acreedor por evitar un proceso declarativo tiene, a su vez, visos de administrativización del proceso? El Preámbulo de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (apartados II y III), atribuye a los Secretarios judiciales no sólo nuevas y múltiples funciones de impulso formal de los procedimientos, sino también otras que les permitirán adoptar decisiones en materias colaterales a la función jurisdiccional pero que resultan indispensables para la misma, de modo que, salvo los supuestos en que una toma de decisión procesal pudiera afectar a la función estrictamente jurisdiccional, se ha optado por atribuir la competencia del trámite de que se trate al Secretario judicial (59) .

Competencias para el trámite, impulso formal de los procedimientos, y decisiones en materias «colaterales» a la función jurisdiccional, todo ello a cargo del Secretario judicial. Quizá nos encontramos ante una fisura entre teoría y práctica, acentuada aún más si cabe en el proceso monitorio, pues «acontece con frecuencia que el proceso jurisdiccional y su regulación se contemplan como una realidad marcadamente técnica, que parece desarrollarse al margen de las grandes, abstractas y excesivamente teóricas concepciones doctrinales», lo que puede conducir a la «construcción de un nuevo concepto o la derogación del existente al regular el legislador un minúsculo trámite" (60) .

Lo que parece que se está pretendiendo, es poner en marcha una nueva organización judicial adecuada a su propia Ley de Orgánica 6/1985, y acorde con la redacción contenida en dicho cuerpo legal tras las últimas reformas, de modo que pueda descargarse al Juez de aquellas tareas organizativas y de gestión, con el fin de centrar su labor en la misión de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (art. 117 CE), pues al reflexionar sobre nuestro sistema judicial y comprobar el crecimiento de asuntos sometidos al conocimiento de los órganos judiciales, lo que toca impulsar son medios alternativos de resolución de conflictos. Y en ese avance comienzan a desempeñar un papel crucial las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, no sólo para mejorar las técnicas de gestión de medios materiales y personales, sino también para permitir a los ciudadanos el derecho a utilizar medios electrónicos para el ejercicio de sus derechos en el ámbito del proceso, realizando actos con plenos efectos jurídicos (61) .

En consecuencia, no es que estemos ante una «administrativización» del proceso, sino ante una adaptación al siglo XXI que nos ha cogido amarrados al noray del siglo XIX, y la sociedad exige que dicho barco zarpe y ofrezca una respuesta rápida y decidida frente a los problemas de la Administración de Justicia. Lo criticable es que tal respuesta no se proponga ofreciendo medios y recursos, y más aún si ello supone asistir a un nuevo concepto legal de jurisdicción, pues transformar a la práctica del presente los mecanismos, conceptos y teorías del pasado sin la suficiente mesura y adaptación, supone remover las clásicas concepciones doctrinales del proceso (62) .






	 (1) 

	La referencia a dichos orígenes y antecedentes es comentada por numerosos autores, v. gr.,Calamandrei, P., El procedimiento monitorio, trad. Sentís Melendo, S., Ed. E.J.E.A., Buenos Aires, 1946; Tomás y Valiente, F., «Estudio histórico-jurídico del proceso monitorio», Revista de Derecho Procesal, n.º 1, 1960, págs. 33-132; Gutiérrez-Alviz y Conradi, F., «El procedimiento monitorio. Estudio de Derecho comparado», Universidad, Sevilla, 1972; Correa del Casso,J. P., «El proceso monitorio», Universidad, Barcelona, 1997; Lorca Navarrete,A. M.,El procedimiento monitorio civil, Estudios Vascos sobre Derecho Procesal, Vizcaya, Ed. Instituto Vasco de Derecho Procesal, 1988; Martínez Beltrán de Heredia, F., «El proceso monitorio. Teoría y práctica», Difusión, Madrid, 2007; Oliver López, C., El Proceso Civil, Volumen VIII (VV.AA.), Tirant lo blanch, Valencia, 2001, pág. 6724; Gómez Colomer,J. L.,Derecho Jurisdiccional II-Proceso Civil (Montero Aroca, J. y otros), Ed. Tirant lo blanch, 12.ª ed., Valencia, 2003, pág. 770; Gómez Martínez, «El juicio monitorio en la nueva LEC, un cambio cultural», Rev. Jueces para la Democracia-2000, n.º 38, pág. 68; De la Llana Vicente, M., «El proceso monitorio. Su regulación en la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil», Revista Jurídica Española LA LEY-2000, tomo 4, D-144, págs. 1645 y 1646;Gómez Colomer,  J. L., «Estudios sobre la Ley de Enjuiciamiento Civil y su práctica inicial» (Fairén Guillén, V. y Gómez Colomer, J. L., Coord.), Colecció Estudis jurídics, n.º 8, Ed. Publicacions de la Universitat Jaume I, Castellón de la Plana, 2004, pág. 151; o Pérez-Cruz Martín, A. y Seoane Spigelberg, J. L.,Derecho Procesal Civil-II, Tórculo Ediciones, Santiago de Compostela, 2006, págs. 87-88, entre otros autores.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	
Vid., v. gr.,Magro Servet, V., «Hacia un proceso monitorio común europeo», Rev. La Ley-2002, n.º 3, págs. 1766-1772. Del mismo autor, El proceso monitorio, Madrid, Ed. Sepín, 2006, «Primera parte: La implantación del monitorio en Europa y en España» (págs. 7-18), y «Segunda Parte: Puesta en marcha del proceso monitorio en España» (págs. 19-30), con numerosos datos estadísticos.

En la actualidad existen en el seno de la Unión Europea dos reglamentos significativos e íntimamente relacionados con la europeización del proceso monitorio. Así, en fecha 21 de abril de 2004 fue aprobado el Reglamento (CE) n.º 805/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo (Diario Oficial de la Unión Europea L 143, págs. 15-39), por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos no impugnados, y con fecha de 12 de diciembre de 2006, se ha dictado el Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo (Diario Oficial de la Unión Europea L 399, págs. 1-32), por el que se establece un proceso monitorio europeo, aunque relacionado exclusivamente con asuntos transfronterizos relativos a créditos pecuniarios no impugnados (art. 1.1.a). Este Reglamento (CE) n.º 1896/2006 por el que se establece un proceso monitorio europeo, es de aplicación a partir del 12 de diciembre de 2008, conforme lo previsto en su art. 33, y en nuestra legislación interna, se ha dictado la Ley 4/2011, de 24 de marzo, de modificación de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, para facilitar la aplicación en España de los procesos europeos monitorio y de escasa cuantía (BOE n.º 72, de 25 de marzo 2011), que ha añadido una nueva Disposición Final 23.ª de medidas para facilitar la aplicación en España del Reglamento (CE) n.º 1896/2006.

Sobre el citado Reglamento (CE) n.º 1896/2006, puede consultarse, entre otros, Arias Rodríguez, J. M. y Castán Pérez, M.ª J., «Análisis crítico del proceso monitorio europeo regulado en el Reglamento (CE) n.º 186/2006», Revista del Poder Judicial, n.º 83-Tercer Trimestre 2006, págs. 11-37; Gómez Amigo, L., El proceso monitorio europeo, Dykinson, Madrid, 2008; o la obra de González Cano, M. I., El Proceso Monitorio Europeo, Ed. Tirant lo blanch, Valencia, 2008.



	 Ver Texto 




	 (3) 

	BOE n.º 314 de 30 de diciembre de 2004, págs. 42334-42338. Destaca la Exposición de Motivos de la Ley 3/2004, que: «A lo largo de esta última década, la Unión Europea ha venido prestando una atención creciente a los problemas de los plazos de pago excesivamente amplios y de la morosidad en el pago de deudas contractuales, debido a que deterioran la rentabilidad de las empresas, produciendo efectos especialmente negativos en la pequeña y mediana empresa (...)».


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Puede consultarse al respecto Gutiérrez-Alviz Conradi, F., «El proceso monitorio y la satisfacción de los derechos de crédito», en Rev. Justicia-2001, n.º 1, págs. 15-17.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Cfr.Merino Merchán, J., «La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil. El Proceso Monitorio», en XXII Jornadas de Estudio (20, 21 y 22 septiembre 2000-La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil), pág. 922, Madrid, Ministerio de Justicia-Abogacía General del Estado (Dirección del Servicio Jurídico del Estado), 1.ª ed. sep. 2002.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Ibid., pág. 924.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Idem.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Cortés Domínguez, V.; Gimeno Sendra, V. y Moreno Catena, V., Derecho Procesal Civil. Parte Especial, págs. 69-70, 2.ª ed., Madrid, Ed. Colex, 2000.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Gómez Colomer,J. L.,Derecho Jurisdiccional II-Proceso Civil...,op. cit., págs. 766 y 767.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Datos extraídos de las páginas 57 y de los documentos PDF «La justicia dato a dato 2008» y «La justicia dato a dato 2009», publicados respectivamente el 2 de julio de 2009 y el 10 de junio de 2010 por el Consejo General del Poder Judicial en su página web (URL:http://www.poderjudicial.es) desde la pestaña «Estadísticas».


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Vid.Díaz del Hoyo, M. A., «La lucha contra la morosidad comercial: un nuevo proceso monitorio empresarial para una nueva coyuntura», en Diario LA LEY n.º 6556, 25 septiembre 2006, ref. D-206.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	V. gr., el auto de la Audiencia Provincial de Barcelona de 14 de octubre de 2003 señala que: «La causa de ser de tales procedimientos es la necesidad de procurar en ciertos ámbitos de actividad económica un instrumento de tutela jurisdiccional de mayor agilidad que el que proporciona el proceso declarativo ordinario».


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Cfr.Bonet Navarro, J., Derecho Procesal Civil (Ortell Ramos, M. y otros autores), 5.ª ed., págs. 965 y 966, Ed. Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2004.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	
Cfr.Garberí Llobregat, J. (Dir.), con Torres Fernández de Sevilla, J. M., y Casero Linares, L.,El cobro ejecutivo de las deudas en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, tomo II, Ed. Bosch, S.A., Barcelona, 2002, pág. 1153.

Define Garberí Llobregat el proceso monitorio como «un proceso jurisdiccional carente de fase declarativa, destinado a tutelar aquellos derechos de crédito de índole pecuniaria y de mediana cuantía que se encuentren debidamente documentados, y cuya esencial finalidad radica en obtener, en el menor tiempo, con el menor coste posible y sin más garantías que la derivada de la propia intervención judicial, un título que permita abrir el procedimiento de ejecución forzosa del derecho de crédito impagado o, en el mejor de los casos, el propio pago de dicho crédito a cargo del deudor», Garberí Llobregat, J., El reformado Proceso Monitorio en la Ley de Enjuiciamiento Civil, Ed. Bosch, S.A., Barcelona, 2010, pág. 37.



	 Ver Texto 




	 (15) 

	La jurisprudencia también ha tomado en numerosas ocasiones esta idea, manifestada en la Exposición de Motivos de la LEC, para clarificar la finalidad perseguida por el proceso monitorio. Así, entre otros, los Autos de la Audiencia Provincial de Málaga de 12 de febrero de 2003 y 17 de enero de 2003 en su FD 2.º: «(...) se confía en que, por los cauces de este procedimiento, tenga protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables, y, en especial, de profesionales y empresarios pequeños y medianos, sin exigir que sean relaciones entre ellos». O el de la Audiencia Provincial de Cádiz, de 17 de febrero de 2003, que en su FD 2.º señala que: «El procedimiento monitorio, tal y como señala la exposición de motivos de la LEC, tiene por finalidad la protección rápida y eficaz del crédito dinerario líquido de muchos justiciables, por ello la simplicidad de sus requisitos formales, limitándose a la presentación de un escrito (que puede ser impreso o formulario) y la aportación de documentos de los que resulte la apariencia de la deuda».


	 Ver Texto 




	 (16) 

	
Cfr.López Sánchez, J., El Proceso Monitorio, Colección Ley de Enjuiciamiento Civil 2000, Ed. LA LEY, Madrid, 2000, págs. 16, 51 y 78, en nota a pie n.º 94.

En sentido similar Morenilla Allard indica que «la finalidad práctica de este "procedimiento", con elementos comunes a otros procesos (como el ejecutivo y el cambiario) encaminados a la rápida efectividad de una obligación dineraria de pago derivada de una relación comercial o profesional, sin entrar en el enjuiciamiento del fondo o causa de la deuda, tiñe su naturaleza y anuda históricamente el monitorio al juicio ejecutivo o cambiario y, más genéricamente, a la eficacia del proceso de ejecución». Gimeno Sendra, V. (Morenilla Allard, P. y Díaz Martínez, M., coautores),Derecho Procesal Civil. II. Los procesos especiales, Colex, Madrid, 2007, pág. 215.



	 Ver Texto 




	 (17) 

	Lorca Navarrete,A. M.,El procedimiento monitorio..., op. cit., págs. 16-17. La referencia a la obra de Perrot, R., es en relación al artículo «Il procedimiento per ingiunzione (Studio di diritto comparato)», en Rev. Dirit. Proc. n.º 4, 1986, pág. 716.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	En este mismo sentido se pronunció la Audiencia Provincial de Zaragoza (Secc. 5.ª), en su auto de fecha 8 de noviembre de 2002, cuando indicaba que el proceso monitorio «busca la protección rápida y eficaz del crédito dinerario líquido representado documentalmente, agilizando el cobro de los créditos del pequeño y mediano empresario. Sin embargo, esta finalidad no debe confundirnos en cuanto a la naturaliza jurídica del procedimiento monitorio. Doctrinalmente existe un acuerdo mayoritario, si no unánime, en el sentido de considerar el proceso monitorio como "declarativo". No tanto en el sentido recogido en el art. 248 LECiv, sino en cuanto que opuesto a proceso "ejecutivo"».


	 Ver Texto 




	 (19) 

	
Destaca Garberí Llobregat que hoy es perfectamente posible que el proceso monitorio discurra y finalice en su totalidad «sin que en él se produzca la más mínima intervención judicial, razón por la cual, obviamente, ya no cabe seguir afirmando que este "proceso" (...) cuente entre sus notas esenciales con la que predica su jurisdiccionalidad". Garberí Llobregat, J., El reformado Proceso Monitorio...,op. cit., pág. 38.

En este mismo sentido, destaca Herrero Perezagua que «la exclusión del juez en todas y cada una de las fases del procedimiento y en sus decisiones comportan que no hay ejercicio de la jurisdicción, pues ésta sólo puede ser ejercida, en virtud de lo establecido en el art. 117 CE, por los jueces y tribunales, es decir, por los investidos de ese poder». Herrero Perezagua, J. F., «La reforma del proceso monitorio por la Ley 13/2009», Revista Aranzadi Doctrinal, n.º 6/2010, Pamplona, 2010 (Consulta para la presente obra a través de www.westlaw.es, el 28 de octubre de 2010).

Igualmente, destaca Lorca Navarrete que el Secretario judicial «no despliega -no puede desplegar- actividad de declaración jurisdiccional que justifique su requerimiento de pago (...) si nos atenemos a los términos en que se delinea el mentado requerimiento de pago en el art. 815.1». Lorca Navarrete,A. M.ª, «La apropiación del proceso monitorio por el secretario judicial», Rev. Actualidad Jurídica Aranzadi, n.º 797/2010, Ed. Aranzadi, S.A., Pamplona, 2010 (Consulta para la presente obra a través de www.westlaw.es, el 28 de octubre 2010, documento).



	 Ver Texto 




	 (20) 

	Cfr.Herrero Perezagua, J. F.,La reforma del proceso monitorio...,op. cit.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	
Gimeno Sendra,V. (Morenilla Allard, P. y Díaz Martínez, M., coautores),Derecho Procesal Civil...,op. cit., pág. 213.

En similar sentido, Díez-Picazo Giménez, quien apunta que «es obvio que cada proceso monitorio puede tener diferente naturaleza, atendidas las normas que lo regulen en cada ordenamiento, y, en segundo lugar, que, incluso ya por concreta referencia al ordenamiento jurídico español, no presenta gran utilidad intentar descubrir la naturaleza jurídica del proceso monitorio con base en una única categoría». De la Oliva Santos, A.; Díez-Picazo Giménez, I. y Vegas Torres, J., Derecho Procesal Civil. Ejecución forzosa-Procesos especiales, Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2005, pág. 488



	 Ver Texto 




	 (22) 

	Cfr.López Sánchez,El Proceso Monitorio...,op. cit., pág. 16. Realiza este autor un apunte y toma las palabras de Calamandrei, remitiendo a su obra El procedimiento monitorio, Buenos Aires, 1946, pág. 60, según consta en nota n.º 3 a pie de página.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	
Oliver López, C., El Proceso Civil...,op. cit., pág. 6727.

En similar sentido, López Sánchez afirma que mientras: «el proceso monitorio entraña una decisión sobre todos los aspectos implicados en el litigio que se resuelve, el juicio cambiario sólo proporciona, si no hay oposición del deudor, una transformación del título cambiario en un título ejecutivo, sin que, por otra parte, se haya excluido por la ley la posibilidad de un posterior proceso en el que se discutan, no ya las cuestiones relativas a la relación causal subyacente a la letra, sino incluso la misma relación cambial (...)». López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., pág. 57.



	 Ver Texto 




	 (24) 

	En opinión de Garberí Llobregat, tras considerar que la voluntad del legislador ha sido que tengan acceso al proceso monitorio cualesquiera documentos de los que usualmente son empleados en las transacciones comerciales, logrando así un tratamiento más o menos equiparable a los títulos crediticios que tienen acceso directo al proceso de ejecución, afirma que «el proceso monitorio vendría a ser el juicio ejecutivo de los títulos no ejecutivos", aunque bien es cierto que previamente manifiesta que «desde un punto de vista estrictamente técnico el proceso monitorio tampoco resiste ser catalogado como un verdadero proceso de ejecución". Garberí Llobregat, J. (Dir.), con Torres Fernández de Sevilla, J. M., y Casero Linares, L.,El cobro ejecutivo...,op. cit., págs. 1158-1159.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	En este sentido, v. gr. el auto de la Audiencia Provincial de Vizcaya de 28 de julio de 2003 en su Fundamento de Derecho primero: «(...) el proceso monitorio no es propiamente un proceso declarativo (lo que sin duda le singulariza y justifica por principio dogmático la argumentación del auto recurrido), uno de los caracteres esenciales que más singularizan al proceso monitorio es, precisamente, la ausencia en el mismo de toda fase declarativa (...). Es, por tanto, un procedimiento preliminar de naturaleza puramente ejecutiva». O de la Audiencia Provincial de Valencia de 21 de diciembre de 2002 en su Fundamento de Derecho primero: «El juicio monitorio se ha construido por nuestro legislador como un juicio especial de naturaleza ejecutiva (de ahí su ubicación sistemática junto al juicio cambiario)».


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Indica el auto de la Audiencia Provincial de Málaga de 12 de junio de 2003 en su Fundamento de Derecho segundo que: «(...) dicho procedimiento civil tiene como finalidad permitir al acreedor que inicialmente carece de título ejecutivo, seguir una ejecución dineraria contra su deudor, salvo que éste se oponga a que se despache la ejecución (...)».


	 Ver Texto 




	 (27) 

	López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., pág. 21, con referencia a la obra de Calamandrei en nota a pie de página  (7) , El procedimiento monitorio, Buenos Aires, 1946, pág. 56.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	En este sentido, Merino Merchán, J., La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil...,op. cit., pág. 926, y Gutiérrez de Cabiedes, «Aspectos históricos y dogmáticos del juicio ejecutivo y del proceso monitorio en España», Estudios de Derecho Procesal, Pamplona, 1974, pág. 441, citado por López Sánchez, J. en su obra El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 21-23 (notas 8 y 10).
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	 (29) 

	López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 22-23.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Los autores Herrero de Egaña, F. y De Toledo, O., remarcan las diferencias entre el proceso monitorio y el juicio ejecutivo siguiendo la doctrina de Serra Domínguez(La protección del crédito en el anteproyecto de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Pricewaterhouse Coopers, 1998), y sintetizando dichas diferencias en las siguientes: «A) El juicio ejecutivo se basa en un título, mientras el monitorio persigue la creación de tal título; B) El juicio monitorio produce excepción de cosa juzgada, mientras que el juicio ejecutivo permite reproducir en juicio declarativo las cuestiones que no pueden plantearse en el seno del juicio ejecutivo; C) En el juicio monitorio las causas de oposición no están limitadas, mientras en el juicio ejecutivo necesariamente han de ser limitadas; D) En el juicio ejecutivo existe inversión de la carga de la prueba, despachada ejecución, al demandado corresponde probar los motivos en que basa su oposición, mientras que en el monitorio no existe tal inversión (...), queda, cierto es, a la iniciativa del deudor el que exista juicio declarativo o no (...)». Herrero de Egaña, F. y De Toledo, O., «El proceso monitorio», Rev. de Estudios de Derecho Judicial, n.º 30, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2000, págs. 138-139.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Cfr.López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 23 y 25


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Lorca Navarrete,El procedimiento monitorio..., op. cit., págs. 21-24.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	
En este sentido, v. gr., los Autos de la Audiencia Provincial de Cádiz (Secc. 7.ª), de 30 y 28 de julio de 2003, que señalan: «el proceso monitorio introducido en nuestro ordenamiento procesal civil por la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (...); de cuya definición destaca que se trata de un proceso declarativo especial fundamentado en el silencio del deudor ante la reclamación por el acreedor de deudas dinerarias líquidas acreditadas, prima facie, mediante algún documento (...)».

También, los Autos de la Audiencia Provincial de Málaga (Secc. 4.ª), de 12 de febrero y 17 de enero de 2003, en los que se indica que: «La figura conocida como proceso monitorio tiene por finalidad la rápida creación de un título puro de ejecución, por medio de la inversión del contradictorio, pues este puede existir o no, según que medie o no oposición del demandado. (...)».

E igualmente, el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid (Secc. 11.ª), de 21 de octubre de 2005, en el que se destaca que: «El procedimiento monitorio (...) es un proceso de naturaleza declarativa especial que tiende a conseguir de una manera rápida un título de ejecución, a través del requerimiento de pago realizado al afirmado deudor e interpretando su silencio, de no manifestar oposición alguna, ni atender el requerimiento de pago, como prueba plena de la existencia de la deuda».



	 Ver Texto 




	 (34) 

	
Vid.Gómez Colomer,J. L.,Derecho Jurisdiccional II-Proceso Civil...,op. cit., pág. 769.

En similar sentido, afirma López Sánchez que: «La exclusión de la naturaleza ejecutiva (...) resulta evidente si se precisa que finaliza [el proceso monitorio] en el momento en que el órgano jurisdiccional, una vez constatada la falta de oposición del deudor, despacha ejecución», defendiendo dicho autor la existencia de dos procesos -uno declarativo y otro de ejecución-, para lo cual reserva la locución de proceso monitorio a la primera fase de tipo declarativo, a lo que añade que «la circunstancia de que, entre la primera fase declarativa y la posterior ejecución, no exista una demanda ejecutiva una vez constatada la falta de oposición del deudor no es un dato determinante para afirmar que el proceso monitorio es, desde su inicio, un proceso de ejecución. (...) La petición inicial del acreedor tendrá una virtualidad alternativa, en función de la conducta del deudor. Ante la oposición del deudor, debe otorgársele la eficacia de afirmar una acción declarativa de condena. Ante la falta de oposición, debe otorgársele, entre otras virtualidades, la eficacia de afirmar una acción ejecutiva». López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., pág. 32 y su nota al pie número 25 de dicha página.
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	 (35) 

	Cfr.González López, R., «Sobre la debatida naturaleza jurídica del proceso monitorio», Boletín Aranzadi Civil-Mercantil n.º 38/2002.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	
V. gr., la Audiencia Provincial de Tarragona, en autos de fecha 19 de noviembre 2002, 16 de enero de 2003, y 3 de julio de 2003, ha defendido esta idea cuando indica que: «Este proceso es un instrumento, cuya idea esencial es cerrar rápidamente un título ejecutivo sin necesidad de proceso ordinario previo, con la sola fase de que la parte interesada presente ante el Tribunal un documento con el que de forma fundada pueda acreditarse una deuda dineraria vencida, líquida y exigible. En la doctrina se ha discutido si este proceso especial es un proceso declarativo o un proceso ejecutivo, aunque la LECiv. lo califica como un proceso declarativo, lo cual tampoco constituye una razón suficiente para determinar su naturaleza jurídica. En todo caso es cierto que se distinguen dos fases: 1.ª La primera fase hasta la creación del título es un proceso declarativo especial, porque hay necesidad de declaración previa antes de poder dar satisfacción a la pretensión de creación del título ejecutivo interpuesta, en la que se dicte una resolución judicial que sanciona la validez y eficacia del documento presentado, transformándolo en título ejecutivo (arts. 814 y 815 de la LECiv.). 2.ª La segunda fase implica, a su vez, dos posibilidades de transformación distintas, en ambos casos con cambio de naturaleza, es decir, el proceso monitorio deja de ser proceso declarativo especial. A) Atendida la fundamentación documental y la conducta del demandado, si no comparece se transforma esa naturaleza en una ejecución, que a su vez es especial también y constituye la continuación natural del juicio monitorio, y B) Si el deudor no está de acuerdo con la pretensión del acreedor y se opone a ella, negándose a pagar la deuda reclamada y justificada documentalmente, esta conducta transforma el proceso declarativo especial en un proceso ordinario (...)».

Desde la perspectiva legislativa, la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), señala en el apartado IV de su Preámbulo que «(...) el proceso monitorio constituye un proceso declarativo especial que se transforma en un procedimiento distinto, en la medida en que su naturaleza jurídica cambia, cuando el deudor requerido no paga, ya sea formulando o no oposición».



	 Ver Texto 




	 (37) 

	López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 34 y 35, notas al pie números 28, 29 y 30, con citas a la obra de Calamandrei, P., El procedimiento...,op. cit.
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	 (38) 

	Ibid.,pág. 39.


	 Ver Texto 




	 (39) 

	Ibid., págs. 37, 42 y 43. En nuestra doctrina jurisprudencial, quizá sea el Auto de la Audiencia Provincial de Málaga (Secc. 5.ª), de fecha 12 de junio de 2003, uno de los que mejor recoja lo apuntado en los párrafos anteriores, indicando que: «(...) dicho procedimiento civil tiene como finalidad permitir al acreedor que inicialmente carece de título ejecutivo, seguir una ejecución dineraria contra su deudor, salvo que éste se oponga a que se despache la ejecución. Siendo ello así, cumpliéndose los requisitos y presupuestos de la deuda (así como de la posibilidad de acreditarla) no ha de verificarse una valoración judicial del mérito alegado, por lo que no habrá un enjuiciamiento definitivo sobre el fondo en la medida en que el órgano jurisdiccional lo único que debe hacer es constatar, prima facie, si la petición inicial constituye el supuesto de hecho que le obliga a emitir un requerimiento de pago. Y todo ello sin olvidar que esta primera fase lo único que supone es situar al demandado ante la disyuntiva de pagar o de alegar razones, con el correspondiente desplazamiento de la iniciativa del actor al demandado. Todo lo anterior determina que, aunque el órgano judicial puede y debe contemplar si en el supuesto de hecho concurren los requisitos básicos que el art. 812 de la LECiv establece para la posibilidad de admitir la petición inicial (en otro caso procedería la inadmisión a trámite de la misma), ello no puede suponer, puesto que significaría olvidar la propia naturaleza y finalidad del procedimiento, que deba llevarse a cabo un análisis de los documentos más allá de lo que la ley requiere porque, en todo caso, el deudor puede oponerse a la ejecución despachada, con lo que cualquier indicio de indefensión queda desvanecido pues en este momento procesal no se declara ningún derecho del actor».
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	En este sentido, Aliaga Casanova indica que: «En el modelo de proceso monitorio instaurado en los arts. 812-818 LEC el carácter jurisdiccional no sólo deriva de su incardinación en el Libro IV relativo a los Procesos Especiales; el Juez debe examinar si los documentos que acompañan a la petición inicial constituyen un principio de prueba del derecho del acreedor y, por tanto, las facultades cognoscitivas del Juez, aunque limitadas, existen. (...) aunque mínima, el Juzgador debe realizar una valoración inicial para decidir sobre la admisión a trámite de la demanda». Aliaga Casanova, A. C., «El proceso monitorio ante las recientes e inminentes reformas legales y el desafío de los avances tecnológicos», Revista del Poder Judicial, n.º 71, Tercer Trimestre 2003, págs. 136 y 140.
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	 (41) 

	
Cfr.Gómez Colomer, J. L.,Derecho Jurisdiccional II-Proceso Civil...,op. cit., pág. 769, y Gómez Colomer, J. L.,Estudios sobre la Ley...,op. cit., pág. 151. Dicho autor, no obstante, concluye en esta última obra citada, indicando que «la naturaleza del proceso monitorio es, por tanto, mixta. En una primera fase es un proceso declarativo especial; en una segunda, si cumple sus fines, un proceso de ejecución, también especial».

En términos similares,v. gr.,López Sánchez, quien insiste en que «aunque el proceso monitorio se construye según lo que se ha venido en denominar "forma contradictoria", el resultado que el proceso persigue no se alcanza tras la contradicción de las alegaciones de las partes, sino tras la constatación de la inexistencia de contradicción». Por lo que, «una vez admitida a trámite la petición inicial del acreedor y constatada la falta de oposición del deudor, el órgano jurisdiccional debe, necesariamente, despachar ejecución. La actividad cognoscitiva del órgano jurisdiccional se limita a esta constatación (...) aunque el proceso monitorio no proporciona la tutela declarativa de una sentencia de condena, de modo reflejo, indirecto o "consecuenciario" (sic) sí proporciona una tutela equivalente, al decidir el despacho de la ejecución. (...) esta circunstancia no impide afirmar que nos encontramos ante un proceso declarativo. Se ha afirmado que el proceso declarativo, aun en los supuestos en que culmina con una sentencia meramente declarativa, no cumple su función simplemente porque proporciona una solución jurídica, sino, sobre todo, porque la impone», para terminar apuntando que, «en aquella resolución en la que se constate la falta de oposición del deudor y que, por lo tanto, determine el nacimiento del título ejecutivo, la terminación del proceso monitorio y el despacho de la ejecución se viene a decidir también un litigio». López Sánchez,El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 46, 48-49.

También Bonet Navarro, tras pronunciarse a favor de la naturaleza declarativa o de cognición, si bien especial, de este proceso monitorio, nos indica que (nota 10): «no puede negarse esta naturaleza por la circunstancia de que no se contemple una fase de oposición, ni incluso porque una vez producida esa oposición, la misma tenga la virtualidad de finalizar el monitorio. De hecho sólo será posible la culminación del monitorio en el supuesto que el demandado adopte actitud pasiva, es decir, cuando no pague ni formule oposición. Eso significa simplemente que la eventual discusión contradictoria se difiere a otro procedimiento, pero no excluye que el juez, tras constatar la falta de oposición, constate (y, por tanto, declare) (sic) el derecho de crédito a favor del demandante y, con ello, imponga el deber de cumplimiento del mismo, condenando al demandado al pago y consecuentemente, despachando ejecución contra el mismo. Este carácter declarativo se constata al no poder pretenderse ulteriormente la cantidad reclamada ni la devolución de la misma (...) que produzca cosa juzgada». Bonet Navarro, J., Derecho Procesal Civil...,op. cit., págs. 1030 y 1031.

Con respecto a nuestra jurisprudencia, destacar los autos de la Audiencia Provincial de Asturias, de 12 de noviembre de 2003, con la referencia a otro auto de la Audiencia Provincial de Barcelona que allí se cita, de fecha 22 de enero de 2003, y el auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 14 de octubre de 2003, que con el mismo texto nos indican que: «Como pone de relieve el auto de 22-1-03 de la Audiencia Provincial de Barcelona "El monitorio es un proceso declarativo de carácter especial que tiene por objeto lograr la efectividad de un derecho de crédito relativo a una deuda dineraria, vencida, líquida y exigible que conste en un documento de buena apariencia jurídica, mediante la conminación que se dirige al obligado de que si no paga en el plazo señalado en la Ley o no ofrece las razones por las que, a su entender, no debe satisfacerla en todo o en parte, se despachará la ejecución por la cantidad reclamada, que proseguirá conforme a lo dispuesto para la ejecución de sentencias"». Igualmente, el Auto de la Audiencia Provincial de La Rioja (Secc. 1.ª), de fecha 7 de junio de 2004, en el que se recoge: «Por último, en cuanto a que el juez a quo no pueda entrar en el fondo o analizar las condiciones estipuladas en el contrato, ya se pronunció el Tribunal en auto 17/2004, de 17 de febrero, que expresa al respecto: "El proceso monitorio regulado en los arts. 812 a 818 de la LECiv, constituye una novedad absoluta en nuestro derecho procesal, tiene por finalidad la reclamación y el cobro de determinadas deudas y su característica principal es que mediante la alegación de la existencia de la deuda y la aportación de un principio de prueba de la misma, previo requerimiento al designado como deudor, la inactividad de este da lugar a que se produzca una situación equivalente a la existencia de una sentencia firme de condena de cantidad líquida. (...)"».



	 Ver Texto 




	 (42) 

	Cfr.Herrero Perezagua, J. F.,La reforma del proceso monitorio...,op. cit.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Vid. supra,el apartado II.1 dentro del presente capítulo I.
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	 (44) 

	Vid. supra, el apartado I del presente capítulo I y las tablas del Informe La Justicia Dato a Dato del año 2007 y 2008, editadas por el Consejo General del Poder Judicial.
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	Datos extraídos del documento PDF La justicia dato a dato 2008, págs. 30-31, publicado el 2 de julio de 2009 por el Consejo General del Poder Judicial en su página web.
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	Recuérdese que la competencia para conocer del proceso monitorio es atribuida, por el art. 813 de la LEC, a los Juzgados de Primera Instancia, por lo que del cómputo global de la jurisdicción civil (1.708.762 asuntos) se han excluido los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, los Juzgados de Familia, los de Menores, las Secciones Civiles y Mixtas de las Audiencias provinciales y la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, así como los Juzgados de lo Mercantil. Si bien sobre estos últimos se discute su posible competencia respecto al conocimiento de pretensiones monitorias, en este momento se han excluido los asuntos ingresados en dichos juzgados (32.040) para tomar las referencias.
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	Boletín de Información Estadística n.º 15 de octubre 2008 (Fuente CGPJ).
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	 (48) 

	Precisamente el Plan de Modernización de la Justicia, aprobado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial el 12 de noviembre de 2008, destaca entre sus ejes fundamentales el impulso de determinadas reformas procesales y, entre ellas, una serie de actuaciones encaminadas a reducir la litigiosidad, que se centran, entre otros aspectos, en una ampliación del procedimiento monitorio. (Consúltese la página web de inicio del Consejo general del Poder Judicial: www.poderjudicial.es).
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	 (49) 

	
Cfr.Cortés Domínguez, V.; Gimeno Sendra, V. y Moreno Catena, V., Derecho Procesal Civil...,op. cit., pág. 113. Dicho autor, con posterioridad, le atribuye al proceso monitorio «su carácter jurisdiccional y declarativo sumario cuando, tras el requerimiento, el deudor no se persona ni paga, dando lugar a que el órgano judicial dicte el auto despachando ejecución o cuando se opone, transformándose el monitorio en declarativo ordinario».

Por otro lado, la idea de que no sea el juez quien lleve la sustentación del proceso monitorio, es manifestada también por Correa del Caso, en Revista Jurídica Española LA LEY, 2002, tomo 5, «Sugerencias para una futura reforma de los arts. 812 a 818 LEC, reguladores del proceso monitorio», pág. 1487, atribuyendo dichas funciones al secretario judicial, al igual que acontece en Portugal con el secretario judicial do tribunal, en Francia o en Alemania con el Rechtspfleger, durante la tramitación del proceso en su fase no contenciosa, es decir, cuando no se formula oposición por parte del deudor y, consecuentemente, no se ha iniciado un proceso ordinario.

Se incidirá más adelante en esta cuestión, pero quizá convenga en este momento señalar que la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), atribuye a los Secretarios judiciales no sólo nuevas y múltiples funciones de impulso formal de los procedimientos, sino también otras que les permitirán adoptar decisiones en materias colaterales a la función jurisdiccional pero que resultan indespensables para la misma, de modo que salvo los supuestos en que una toma de decisión procesal pudiera afectar a la función estrictamente jurisdiccional, se ha optado por atribuir la competencia del trámite de que se trate al Secretario judicial. (vid. apartados II y III del Preámbulo).

Así, los artículos relativos al proceso monitorio sufren diversas modificaciones y, entre ellas, la atribución al Secretario judicial de la función de admitir la petición monitoria y requerir al deudor (art. 815 LEC); dictar decreto dando por terminado el proceso monitorio en caso de que el deudor no atendiere el requerimiento de pago o no compareciera (art. 816 LEC); acordar el archivo de las actuaciones en caso de que el deudor atendiese el requerimiento de pago (art. 817 LEC); o el dictado de decretos para dar por terminado el proceso monitorio y seguir la tramitación por el tipo de juicio correspondiente en caso de producirse la oposición del deudor (art. 818 LEC).



	 Ver Texto 




	 (50) 

	
Garberí Llobregat, J. (Dir.), con Torres Fernández de Sevilla, J. M., y Casero Linares, L.,El cobro ejecutivo...,op. cit.,  págs. 1157-1158.

En similar sentido, Martínez Beltrán de Heredia indica que «estamos ante un procedimiento realmente distinto a todos los demás procedimientos, que participa de algunas características de los procesos ejecutivos, y otras de los declarativos, pero sin encuadrarse en ninguno de ellos. Lo relevante a nuestro juicio es que el legislador establece el nacimiento del título ejecutivo siempre que se den unos requisitos. La función del juez es controlar la existencia formal de esos requisitos y dar el impulso procesal correspondiente" (así subrayado en el original). Martínez Beltrán de Heredia, F., El Proceso...,op. cit. pág. 33. A lo que cabría añadir, en mi opinión, si acaso ese control de la existencia formal de requisitos e impulso procesal, no puede ser llevado a cabo por el secretario judicial.

Por el contrario, alega López Sánchez que «en un primer momento se argumentó (...) que, puesto que el proceso se desarrolla sin contradicción alguna entre las partes, vendría a ser un mero expediente que facilitaría al acreedor el acceso a la ejecución, sin las demoras que entraña cualquier proceso de carácter contencioso. No obstante, la circunstancia de que tras un proceso monitorio pueda despacharse ejecución porque no ha habido oposición del deudor, no entraña necesariamente el carácter no contencioso (...). Aquella circunstancia puede acaecer en el desarrollo de un proceso ordinario. (...)». López Sánchez, J., El Proceso Monitorio...,op. cit., págs. 51 y 52.

Y en el mismo sentido que el anterior, Guasp y Aragoneses destacan claramente que el proceso monitorio «es un proceso por cuanto interviene un Juez en el ejercicio de su función jurisdiccional, ya que satisface una pretensión actuada por un sujeto (acreedor) frente a otro en su calidad de deudor (art. 814), por lo que debe rechazarse la adscripción del proceso monitorio en la esfera de la jurisdicción voluntaria». Guasp, J., y Aragoneses, P., en Derecho Procesal Civil, Tomo Segundo, Procesos Declarativos Especiales, 5.ª ed., pág. 262, Ed. Civitas, Madrid, Jul. 2002.

La jurisprudencia también se ha hecho eco de la posibilidad de encuadrar al proceso monitorio dentro de la jurisdicción voluntaria, y así encontramos, v. gr., los autos de la Audiencia Provincial de Cádiz (Sección. 7.ª), de 8 de octubre de 2003 y 10 de marzo de 2003, en cuyos fundamentos de derecho podemos leer que: «la demanda monitoria ha de ser admitida a trámite, sin perjuicio de que la oposición de los demandados conlleve la tramitación del juicio contencioso que corresponda, con lo que el proceso monitorio viene a convertirse en un equivalente de los procedimientos de jurisdicción voluntaria de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881(...)». O el auto de la Audiencia Provincial de Zaragoza (Secc. 5.ª) de 22 de marzo de 2002, que en su Fundamento de Derecho segundo nos indica que: «Hay, sólo en alguna forma, a través de este procedimiento, una inversión del contradictorio. Y es, sólo también en parte (en relación a la postura pasiva), un mero procedimiento preparatorio de la ejecución acertadamente. La doctrina ha considerado que el proceso monitorio no es propiamente un juicio sino un mero instrumento procesal para formar un título ejecutivo sin necesidad de contradictorio (...)».
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	 (51) 

	Hay que reconocer que se trata de un simple ajuste por similitud finalista, atendiendo al contenido de los arts. 1811 a 1824 del Libro III-Título I de la LEC-1881 (RD de 3 de febrero de 1881), pues difícilmente puede coincidir estrictamente en términos legales el procedimiento monitorio con un acto de jurisdicción voluntaria (más aún si la atribución de competencia funcional en el monitorio queda establecida a los Secretarios judiciales con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, Ley que no modifica la atribución competencial de los Jueces en los casos de Jurisdicción Voluntaria), si bien sí cabe apreciarse, precisamente, la coincidencia en necesitar la intervención del juez ante una solicitud en principio no controvertida, que puede transformarse en contenciosa si se hiciese oposición por alguno que tenga interés en el asunto para, sin alterar la situación que tuvieren, sujetarse a los trámites establecidos por el juicio que corresponda según la cuantía.
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	 (52) 

	El propio legislador, en la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), a pesar de indicar que el proceso monitorio constituye un proceso declarativo especial, señala en párrafos anteriores denrto del apartado IV del Preámbulo, que el proceso monitorio «se ha mostrado como una vía para evitar juicios declarativos contradictorios».
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Téngase en cuenta que la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), ha modificado varios de los artículos dedicados al proceso monitorio y, concretamente, en el art. 815 se elimina la «providencia» como forma de resolución para requerir al deudor.

Será en este caso el Secretario judicial quien requerirá al mismo, aunque sin especificar mediante qué tipo de resolución procesal, por lo que habrá que estar a lo previsto en el dictado del nuevo art. 206.2 LEC y, siendo así, al no expresarse en el art. 815 LEC la clase de resolución que haya de emplearse, y siguiendo la regla 2.ª del mismo apartado del artículo mencionado, «se dictará decreto», que es la resolución procesal prevista para los Secretarios judiciales «cuando se admita a trámite la demanda (...) y, en cualquier clase de procedimiento, cuando fuere preciso o conveniente razonar lo resuelto».



	 Ver Texto 




	 (54) 

	
En apartados posteriores se añadirán especificaciones sobre la posibilidad de dicha intervención. Vid.infra,v. gr., el capítulo IV, apartado 1.2, al referirnos a la competencia funcional; el capítulo V, apartado 1.2, sobre la admisión y subsanación del contenido de la petición monitoria; o el apartado III del mismo capítulo V, sobre el requerimiento de pago y la notificación al deudor.

Ya se ha anticipado en notas anteriores que la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), apuesta por, entre otras cuestiones, atribuir esta potestad de admisión de la petición monitoria y requerir al deudor, al Secretario judicial, si bien relega la posible inadmisión de la petición a la decisión del Juez dando cuenta al mismo para que resuelva lo que corresponda (art. 815 LEC, in fine).
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	 (55) 

	Relaciónense con el carácter de jurisdicción voluntaria del proceso monitorio que se expresa en estos párrafos, las apreciaciones de nuestro Tribunal Supremo sobre los expedientes de dominio, respecto a los cuales tiene declarado, desde la vetusta sentencia del 21 de marzo de 1910, que son procedimientos especiales, al exclusivo efecto de habilitar de título de dominio al que no lo tenga, sin que por lo tanto, en la resolución que les ponga término, se haga declaración de derechos de ninguna clase, pudiendo los opuestos en esta clase de expedientes o cualquier interesado, consentida o confirmada que sea, caso de apelación, la providencia que recaiga, hacer uso de la acción de que se crean asistidos en el juicio declarativo que corresponda.
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	Téngase en cuenta que los importes de las cuantías de 6.000 € a que se refieren los arts. 249.2 y 250.2 LEC, corresponden a los textos actualizados conforme la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), con entrada en vigor a partir del 4 de mayo de 2010.
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	Vid.infra. El apartado I.2 del capítulo III de esta obra, en el que se analiza el carácter puro o documental del proceso monitorio español.


	 Ver Texto 




	 (58) 

	
De hecho, la reciente Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE n.º 266, de 4 noviembre 2009), en el apartado IV de su Preámbulo, incide en que «se propone dar uniformidad a las formas de terminación de este procedimiento», estableciéndose «la terminación del procedimiento por decreto cuando se acuerde el archivo por pago, por quedar expedito el proceso de ejecución, por conversión en juicio verbal, por sobreseimiento al no formular demanda de juicio ordinario dentro del plazo y por la transformación en juicio ordinario», modificando para ello la redacción del art. 818 LEC.

De este modo, parece recalcarse con una resolución previa hasta dónde ha llegado efectivamente el proceso monitorio y dónde comienza la reclamación efectivamente contradictoria del proceso declarativo, ya sea por interposición de demanda en el ordinario o por la transformación en juicio verbal.

Así, indica el art. 818.2 LEC conforme la redacción dada por la Ley 13/2009 que: «Cuando la cuantía de la pretensión no excediera de la propia del juicio verbal, el Secretario judicial dictará decreto dando por terminado el proceso monitorio y acordando seguir la tramitación conforme a lo previsto para este tipo de juicio (...)».



	 Ver Texto 




	 (59) 

	Este recelo hacia la administrativización del proceso o un nuevo concepto de jurisdicción ya venía siendo expresado por autores como Banacloche Palao, J., «El proyecto de Nueva Oficina Judicial: ¿hacia un nuevo proceso administrativizado?», Diario LA LEY, n.º 7251, del 29 septiembre 2009.
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	Las cursivas, no contenidas así en el original, las tomo de la nota n.º 24 de Herrero Perezagua, J. F.,La reforma del proceso monitorio...,op. cit. En dicha nota el autor cita y recoge parte, a su vez, del artículo de Bonet Navarro, «Un nuevo concepto legal de Jurisdicción», en Boletín de los Colegios de Abogados de Aragón, n.º 104, 1987, págs. 33 y ss.
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	 (61) 

	Cfr.De rosa Torner, F., «Las nuevas tecnologías al servicio de la administración de justicia», Rev. Aranzadi de Derecho y Nuevas Tecnologías, n.º 22/2010, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2010. (Versión consultada para la presente obra a través de www.westlaw.es, el 15 noviembre 2010).
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Obsérvese, al hilo de esta «renovación» sobre la concepción clásica del proceso y su posible «administrativización», que la propia Ley 4/2011, de 24 de marzo, de modificación de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil, para facilitar la aplicación en España de los procesos europeos monitorio y de escasa cuantía, tras alabar en su Preámbulo la reforma operada por la Ley 13/2009 en relación con el aumento de la cantidad máxima que se puede reclamar en el monitorio, y la actualización a 6.000 € de la cantidad máxima a reclamar por el cauce del juicio verbal, añade que estas reformas, «aparte de actualizar estos procesos y facilitar tramitaciones simplificadas que permitan agilizar la justicia, suponen también una aproximación a los instrumentos que, con igual propósito de tutelar los créditos, se han ido implantando por la Unión Europea estos últimos años a través de lo que la doctrina califica como un derecho procesal europeo» (Las negritas no constan en el original).

Es más, las Disposiciones finales 23.ª y 24.ª de la LEC añadidas recientemente por esta Ley 4/2011, de Medidas para facilitar la aplicación en España tanto del Reglamento (CE) 1896/2006 (Proceso Monitorio Europeo), como del Reglamento (CE) 861/2007 (Proceso europeo de escasa cuantía), destacan que los trámites de dichos procedimientos se realizarán conforme los formularios que figuran en los correspondientes Anexos de dichos Reglamentos Europeos. 
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La llamada «deuda monitoria» 



I.  CONCEPTOS Y REQUISITOS DE LA «DEUDA MONITORIA»

1.  Introducción

Si el proceso monitorio está pensado para la protección rápida y eficaz del crédito dinerario, agilizando precisamente el cobro de los mismos y permitiendo, en ocasiones, la creación rápida y sencilla de un título ejecutivo del cual carecía el acreedor, no resultaría extraño que se pretendiese tramitar a través de este procedimiento el mayor número posible de reclamaciones. Por ello se hace necesario determinar cuál será el concepto y los requisitos que debe revestir la llamada «deuda monitoria», o qué tipo de deudas son las que pueden ser reclamadas a través de este procedimiento monitorio.

Hemos de indicar en primer lugar, y así se sostiene doctrinalmente de forma extensa (1) , que el procedimiento monitorio está diseñado para la protección del crédito dinerario líquido, lo que, de entrada, debe suponernos la exclusión de aquel otro tipo de pretensiones que consistan en dar cosas determinadas o específicas, sean muebles o inmuebles, o cumplir con una obligación de hacer o no hacer. A través de la técnica monitoria se pretenderá de otro el pago de una deuda, y de tipo dinerario.

Ahora bien, cabe cuestionarse si este procedimiento monitorio ha sido confeccionado especialmente para abordar determinadas materias jurídicas o para el cobro de deudas de origen contractual, o incluso si está vinculado de forma expresa a una tutela exclusiva de consumidores, comerciantes, entidades de crédito o figuras afines (2) .

En realidad, nada parece indicar que nuestra Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil haya efectuado algún tipo de reserva en este sentido, y por ello se sostiene que la «deuda monitoria» es una deuda común, no especialmente sujeta a que la misma se haya generado a través de una determinada materia jurídica, ni que obligatoriamente provenga de algún tipo de relación contractual o esté vinculada a figuras relacionadas con consumidores, empresarios o entidades financieras, si bien serán estos los casos más frecuentes (3) .

De este modo, en principio podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de deuda dineraria, vencida y exigible, de cantidad determinada que no exceda de 250.000 euros, tal como remarca el art. 812.1 LEC, sin que parezca que existan más limitaciones en cuanto a las reclamaciones que puedan llevarse a efecto por este trámite procesal, exigiéndose tan sólo que la deuda reúna los requisitos señalados y que aparezca documentada en cualquiera de las formas previstas en el precepto (4) .

Sin embargo, no todo es tan sencillo como a simple vista parece, pues de lo contrario no se habría suscitado la actual doctrina y jurisprudencia discrepantes, ni las dudas que se han planteado respecto a qué se puede y qué no se puede reclamar a través del proceso monitorio.

En realidad sólo podrán acudir a él quienes sean titulares de un crédito de las características indicadas, de tal forma que si el crédito no es líquido, vencido ni exigible, o no está documentado en cualquiera de los medios referidos por la ley, deberá acudirse a otro tipo de proceso (5) . El legislador, aun potenciando el uso de este procedimiento (6) , no desea una proliferación desmesurada de reclamaciones dinerarias por los trámites del proceso monitorio que precisamente pudiera provocar la desnaturalización del mismo, exigiendo tanto un principio de prueba de la existencia de la obligación como de la cuantía de la misma. Este proceso monitorio sirve para reclamar deudas dinerarias, vencidas y exigibles de cuantía determinada, no superior a 250.000 €; y, a pesar de las dudas que pueda suscitar este tipo de deudas, si queremos reclamar otra cosa no podemos beneficiarnos torticeramente de los mecanismos procedimentales especiales de este proceso (7) .

En los epígrafes siguientes se abordará el estudio de los elementos que redundan en la determinación de la pretensión monitoria, intentando clarificar el concepto de deuda dineraria, vencida y exigible, de cantidad determinada, y de importe no superior a 250.000 euros, y qué tipo de deudas son las que pueden conformar la pretensión del acreedor.

2.  Requisitos

2.1.  Deuda dineraria: Concepto

Desde un punto de vista jurídico, el concepto de deuda dineraria es sumamente amplio, y según la disciplina, la materia o la delimitación que de este concepto se efectúe, dará lugar al incremento de posibles reclamaciones a través del proceso monitorio o su contracción.

Así, si acogemos una perspectiva extensa sobre lo que debe entenderse por deuda de dinero (8) , será posible incluir en dicho concepto aquellas modalidades de pago que, aun consistiendo en entregas de cosa o especie determinada, puedan ser computadas en dinero, de forma que éste no sea el único medio pago aunque sí el referente para el cómputo de su valor.

Sin embargo, esta concepción amplia de deuda dineraria a efectos del proceso monitorio no es compartida por la generalidad de la doctrina, por lo que se considera que la exigencia de deuda dineraria debe excluir la que sea por cantidad determinada en cosa o especie, aunque tal deuda sea computable en dinero (9) .

Ya se indicó con anterioridad que las características de la deuda monitoria impedían ejercer a través del procedimiento monitorio aquellas pretensiones que consistan en dar cosas determinadas o específicas, sean muebles o inmuebles, o cumplir con una obligación de hacer o no hacer (10) . Y si, tal como hemos señalado igualmente, es necesario empezar a concretar el sentido de la «deuda monitoria» para evitar un uso torticero e inapropiado del procedimiento monitorio, no queda más remedio que ser consecuentes y comenzar a delimitar su contenido, aunque ello pueda suponer restringir la amplitud de posibilidades, pues a la postre se puede favorecer una mejor conceptuación del término.

En un primer acercamiento, y sin perjuicio de valoraciones posteriores, podemos considerar que la deuda dineraria en el proceso monitorio debe tratarse de una deuda que deberá estar perfectamente liquidada, por lo que no podrá tratarse de deuda por cantidad determinada en cosa o especie que precise de una liquidación o valoración dineraria, pero admitiéndose la deuda en moneda extranjera admitida a cotización oficial, y excluyéndose la de moneda extranjera no admitida a cotización oficial (11) .

Esta posición, quizá intermedia entre la corriente amplia y la corriente estricta sobre el concepto de deuda dineraria en el proceso monitorio, nos permitiría considerar la deuda dineraria de forma global como aquella que exige la entrega de una cantidad de dinero, pero sin referencia expresa a la especie de la moneda en que debe realizarse el pago. Para ello debemos considerar, v. gr., que la antigua referencia al término «pesetas» (12)  que efectuaba el art. 812 LEC, se realizaba a los meros efectos de fijar un límite cuantitativo (que no exceda de cinco millones de pesetas), sin que obedeciera a una intención legislativa que hubiese procurado limitar las peticiones monitorias a aquellas reflejadas sólo en moneda nacional (13) , por lo que cabría estimar apropiadas aquellas peticiones monitorias que estuviesen reflejadas en moneda extranjera distinta del euro actual (14) .

Mas si nos centramos en la deuda en moneda extranjera, es necesario conocer si se cumple con las previsiones legales relativas al tope máximo establecido actualmente por el legislador (250.000 €), cuestión ésta que puede solventarse sin demasiadas complicaciones realizando una simple y mínima labor aritmética cuando nos hallamos ante monedas extranjeras admitidas a cotizaciones oficiales, lo que no ocurre cuando tales monedas extranjeras carecen de cotización oficial, sobre las cuales, aun siendo deudas dinerarias y líquidas en puridad, no puede conocerse su equivalencia en pesetas/euros, y por lo tanto deben ser consideradas como indeterminadas, incumpliendo así el requisito del art. 812 LEC de determinación de la cuantía de la deuda en cantidad no superior al límite expresado legalmente (15) .

2.1.1.  Exclusiones del concepto de deuda dineraria

2.1.1.1.  Deudas de valor y reclamaciones por daños y perjuicios

La deuda de valor no deja de ser, en realidad, otra modalidad de «deuda de dinero», puesto que, si bien su objeto in obligatione no es el dinero sino un valor patrimonial de determinadas cosas, bienes o servicios, la deuda en definitiva quedará cifrada en una suma monetaria (16) .

Así, no consisten en la entrega de una determinada cantidad de dinero, sino más propiamente en la indemnización de un daño, la compensación de unos perjuicios o la restitución del valor de un bien, lo que comporta que para su efectividad se practique su liquidación. Mas dicha liquidación, ese monto dinerario, no supone realmente el contenido de la prestación que es debida, sino una expresión de su valor. De este modo, la reclamación del pago de estas deudas no podría sustanciarse a través del procedimiento monitorio en tanto no sea convertida esa deuda de valor a una deuda de tipo dinerario (17) .

Algo similar ocurre ante supuestos de reclamaciones de tipo extracontractual, no solo porque tales reclamaciones presentan también las dificultades propias de delimitación del débito como deudas de valor que son, sino también porque en los casos en que tales débitos se intentan probar mediante el aporte de facturas de gastos generados en perjuicio del actor, las mismas pueden suponer quizá el indicio de unos gastos soportados como consecuencia de unos daños sufridos, mas no determinan la existencia de la responsabilidad extracontractual del presunto autor del daño (18) .

Así, en aquellas reclamaciones basadas en deudas de valor u originadas por una supuesta responsabilidad extracontractual, lo habitual es que exista controversia sobre la liquidación de dicho valor y su conversión dineraria, y requerirá de un pronunciamiento judicial para conocer la cuantía exacta de la prestación debida, lo que reconduce a dicho tipo de deudas hacia la configuración de deudas ilíquidas o de cuantía indeterminada.

De este modo, el planteamiento de una reclamación para obtener una indemnización derivada de unos daños previos, no provoca que la deuda sea líquida, vencida y exigible, pues es necesario que previamente se haya hecho constar tanto la determinación del hecho, como de los daños y la relación de causalidad. Por ello resulta un error considerar que una determinación del daño (el «quantum económico»), aun siendo realizado y documentado de forma unilateral por el acreedor, pueda ser reclamado a través del procedimiento monitorio, pues parte de un comportamiento culposo que debe ser previamente declarado por el órgano jurisdiccional. No se estará ante un derecho de crédito propiamente dicho en el sentido reflejado por la Ley en su regulación del proceso monitorio, sino ante un posible derecho a ser indemnizado, pues los documentos presentados no reflejan las relaciones de la clase que aparezca existente entre acreedor y deudor, ya que para reclamar estos «importes dinerarios» derivados de reclamaciones extracontractuales, es necesario que previamente se haya determinado la existencia de dicho crédito, el cual no puede ser decidido de forma unilateral por el acreedor (19) .

No obstante, en relación con las deudas de valor, nada obstaría a que, en virtud de una deuda de este tipo, las partes implicadas hubiesen practicado una liquidación posteriormente aceptada por el deudor. Si ese quantum dinerario deja de satisfacerse al acreedor, estaríamos ante un reconocimiento de deuda (20)  que podría ser reclamado a través del proceso monitorio por el propio acreedor.

Del mismo modo, cabe entender que no deben quedar excluidas del ámbito del proceso monitorio las reclamaciones indemnizatorias de daños y perjuicios que no tengan propiamente el carácter de deuda de valor, v. gr., «la indemnización prefijada mediante una cláusula penal (21)  o los intereses de mora previstos en el art. 1108 CC como indemnización de los daños y perjuicios producidos como consecuencia del incumplimiento de una obligación dineraria» (22) , si bien habrá que estar pendientes a la previsión del art. 1154 del Código Civil cuando la indemnización esté estipulada en cláusula penal, pues dicho artículo permite al juez modificar equitativamente la «pena» cuando la obligación principal hubiese sido cumplida sólo en parte o irregularmente, lo que provocaría que la pena tuviese un contenido ilíquido y, en consecuencia, no pudiera ser reclamada por los cauces del proceso monitorio. Así, sólo en el supuesto de que el actor funde la reclamación en el incumplimiento total de la obligación principal se podrá acceder al monitorio, pues en este caso la pena tendría un contenido dinerario determinado y líquido (23) .

2.1.1.2.  Incumplimientos contractuales

La situación creada cuando un comprador ha satisfecho el precio de un bien o servicio y, con posterioridad, desea recuperar el importe abonado ante el incumplimiento de la otra parte, es también una cuestión que merece ser analizada para saber si dicho tipo de reclamaciones puede ser encauzado a través del proceso monitorio.

De este modo, tal como se contiene en el art. 1124 del Código Civil, es posible que cuando uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe, el perjudicado por dicha actitud escoja entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos. ¿Sería posible solicitar dicho resarcimiento de daños y abono de intereses por los cauces del proceso monitorio?.

La respuesta debe ser negativa, pues el incumplimiento de una de las partes, que frustra el fin del contrato, no produce de forma automática la resolución del mismo, sino que es necesario para ello el acuerdo de ambas partes o el ejercicio de una acción judicial y su posterior declaración en sentencia (24) . Así, el proceso monitorio no es el cauce apropiado para plantear este tipo de reclamaciones, pues la propia especialidad del proceso y el objeto del mismo, como mecanismo apropiado, rápido y eficaz para proteger el crédito dinerario líquido, hace inhábil cualquier tipo de reclamación basada en indemnizaciones o reclamaciones derivadas de incumplimientos contractuales que pretendan la restitución de un pago previamente realizado o el resarcimiento de daños, ya que se requiere previamente una declaración del juez acordando que se ha producido efectivamente un incumplimiento contractual.

Por lo tanto, puesto que en el proceso monitorio no puede instarse la declaración de la resolución del contrato, sino únicamente reclamarse el pago, tampoco puede instarse la devolución del precio entregado o una posible indemnización por incumplimiento (25) . Quizá cupiera una mínima posibilidad, pero sólo en el supuesto de que las partes hubiesen acordado previamente dicha resolución del contrato y fijado la correspondiente devolución y/o indemnización, procediéndose en consecuencia como si de un reconocimiento de deuda se tratase, tal como se expuso en el apartado inmediatamente anterior (26) .

2.2.  Deuda vencida y exigible

La deuda monitoria, además de dineraria, debe ser vencida y exigible, tal como dispone el art. 812 LEC. Ahora bien, es necesario concretar el significado de estos términos, pues surgen dudas en cuanto a su expresión conjunta en el texto de la Ley, lo que lleva a pensar, como se ha señalado, que se trata de una reiteración de la idea de vencimiento (27) , dado que entenderlo de otro modo puede suponer que su significado esté encaminado a forzar la necesidad de que el acreedor haya cumplido con sus obligaciones prestacionales para con el deudor, y que de este modo ese crédito dinerario pueda ser reconocido judicialmente como exigible, lo que supondría adoptar en el proceso monitorio unas diligencias probatorias encaminadas a acreditar tales extremos que, en modo alguno, se contienen en la ley ni son exigidas (28) .

De este modo, ambos caracteres de la deuda monitoria (vencida y exigible) hay que disociarlos, pues no van unidos con la finalidad de expresar de forma reiterada la idea del vencimiento de la deuda, pero sin que ello suponga tampoco equiparar la exigibilidad de la misma con una exigencia al acreedor de justificación del cumplimiento de su obligación sinalagmática (29) .

Así, por deuda vencida debe entenderse aquella cuyo plazo de pago ha llegado a término, interpretando el sentido de lo dispuesto en el art. 1125 del Código Civil (30) . Mas si nos fijamos en la redacción del artículo mencionado (vid. nota al pie), se introduce nuevamente la idea de exigibilidad que, como digo, puede ser una característica de la deuda vencida (éstas sólo serán exigibles cuando el día llegue), pero no supone que toda deuda vencida, por ese simple hecho, tenga por qué ser exigible, de modo que estamos ante dos conceptos diferentes, aunque muy similares y estrechamente relacionados.

Para comprender mejor el concepto de deuda exigible es necesario acometer la labor poniendo dicho término en relación con lo que sería una deuda «no exigible». En principio será exigible toda obligación cuyo cumplimiento no dependa de un suceso futuro o incierto, o de un suceso pasado que los interesados ignoren (31) .

Mas con la idea de exigibilidad, hemos de tener en cuenta aquellas otras deudas que, aun vencidas, puedan no ser exigibles, como sucede con las llamadas «obligaciones naturales», que carecen de fuerza coercitiva para imponer su cumplimiento y no son judicialmente exigibles; la ley no sanciona a quien deja de cumplirlas (v. gr., la obligación asumida por una persona en el sentido de pagar un crédito prescrito o las deudas de juego) (32)  y, en tal sentido, no sería admisible su reclamación a través del procedimiento monitorio.

Lógicamente, una de las cuestiones que deberá comprobar el órgano judicial al momento de admitir o inadmitir la petición monitoria será verificar el vencimiento y exigibilidad de la deuda, pues se tratan de unos de los requisitos ineludibles que debe presentar toda deuda monitoria. Habitualmente dicho vencimiento y exigibilidad resultará acreditado por los documentos presentados por el acreedor junto a su petición; no obstante, de no percatarse el juez de este extremo -o en realidad, si obvia cualquier circunstancia que pudiese provocar la inadmisión de la petición monitoria-, el deudor podrá ponerlo de manifiesto en la correspondiente oposición.

En conclusión, el acaecimiento del término o ese efectivo transcurso del plazo al que estaba sometido el cumplimiento de la obligación, determinará el vencimiento, y si la deuda no depende de suceso futuro o incierto, o pasado que los interesados ignoren, ésta será exigible en la medida en que no suponga alguna forma de deuda «no exigible», como es el caso de las obligaciones naturales antes expuesto. De presentar la deuda monitoria los caracteres de vencida y exigible en los términos antes definidos, se cumplirán las previsiones del art. 812.1 LEC.

2.2.1.  Vencimiento anticipado de la deuda

En relación con el requisito del vencimiento, es motivo de cierta polémica el hecho de que la reclamación monitoria venga precedida de un vencimiento anticipado de la deuda. En principio, podemos señalar que para reclamar el pago de una deuda vencida de forma anticipada, ha de acreditarse mediante los documentos que acompañen a la solicitud monitoria el hecho determinante del vencimiento anticipado. Tales documentos deberán reflejar las cláusulas de vencimiento anticipado por las que el impago de uno de los vencimientos parciales acarrea el de los restantes. De esta forma, acreditados estos extremos (pacto y recibos no satisfechos) en virtud del principio de prueba exigido en el proceso monitorio, deberemos considerar vencida la obligación en su totalidad y dar el curso correspondiente a la petición del acreedor (33) .

Este vencimiento anticipado de la obligación puede haber sido pactado por las partes en virtud del principio de libertad de pactos. Mas por regla general se tratará de una cláusula del contrato no negociada individualmente, y por lo tanto deberá cumplir los requisitos establecidos por el art. 80 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (34) . Esto puede suponer que si se imponen estas cláusulas de manera que vinculen el contrato a la voluntad del empresario o perjudican derechos de los consumidores y usuarios, dichas cláusulas tendrían un carácter abusivo.

Mas la función del Secretario Judicial en el momento de admitir la petición monitoria no es exigir una prueba plena del derecho de acreedor, y así quizá el simple principio de prueba del impago parcial más la acreditación de la cláusula de vencimiento anticipado, juegan con la suficiencia adecuada para reclamar el importe total debido sin poner en mientes otras consideraciones relativas a la posibilidad del carácter abusivo de dicha cláusula. Ese carácter abusivo puede ser expuesto como motivo de oposición por el deudor, pero debemos preguntarnos si acaso no le corresponde al Secretario Judicial, en la valoración de la petición monitoria y los documentos adjuntos, un mínimo control de oficio sobre el posible carácter abusivo de las cláusulas y, en última instancia, qué supone una declaración en tal sentido.

Quizá sea oportuno señalar que no resulta apropiado demonizar sin más el vencimiento anticipado de la deuda considerándolo como un abuso impuesto contra el obligado al pago, sino más bien como una salvaguarda a favor de quien ha estimado oportuno no cobrar todo el importe que se le adeuda desde el inicio, facilitando con ello también el pago al deudor (35) . No obstante, conviene analizar algunos supuestos controvertidos, y así:

a) Hechas las anteriores reflexiones, uno de los primeros supuestos polémicos respecto a la posibilidad de reclamar el importe total de la deuda como consecuencia de un vencimiento anticipado, nos lo encontramos cuando el negocio jurídico se encuentra sujeto a la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles (LVPBM) 28/1998, de 13 de julio. Ciertamente, el art. 10 de dicha Ley permite al vendedor o al financiador de la operación reclamar el pago de la totalidad de los plazos pendientes en el supuesto de que el comprador demorase el pago de dos plazos o del último de ellos, pero este vencimiento anticipado, a su vez, puede ser moderado por los Jueces y Tribunales para señalar nuevos plazos o alterar los convenidos, en virtud de lo dispuesto en el siguiente art. 11 de la citada ley. De esta forma, el vencimiento anticipado no se produciría ipso iure, dado que existe la posibilidad de que el órgano judicial pueda modificarlo.

Se ha apuntado que, en tales casos, dichas deudas no podrían acceder al proceso monitorio con el vencimiento anticipado. La solución propuesta sería que el acreedor reclamara a través del monitorio sólo el pago del plazo vencido e instar, a través del ordinario correspondiente, el vencimiento anticipado del resto de plazo o, en su caso, la resolución del contrato (36) . Es decir, que en estos supuestos las facultades para el control de oficio de la petición monitoria, se ampliarían hasta incluir la posibilidad de estimar más correcto el señalamiento de nuevos pactos y ejercer una moderación sobre los convenidos.

Ahora bien, si bien la facultad moderadora de Jueces y Tribunales puede estar, como así lo parece, en defensa de los consumidores, no se entiende por qué esta situación no puede ser opuesta por el deudor (37) , pues desligar este tipo de reclamaciones de la dinámica del proceso monitorio puede provocar la eliminación del sentido de protección del crédito que el proceso monitorio tiene en sí mismo, o una posible vulneración de tutela judicial efectiva (38) . No olvidemos que al consumidor, en definitiva, se le está concediendo un crédito. De este modo, un gran número de posibles reclamaciones se verían entorpecidas por la lentitud de la reclamación ordinaria, o deberían esperar sucesivos plazos vencidos para ser reclamados por el monitorio, y así sucesivamente. Con ello no estamos protegiendo, precisamente, la finalidad de proceso monitorio ni buscando la celeridad en la tramitación de las peticiones presentadas; lo que hacemos es entorpecer las reclamaciones de un número importante de negocios que han visto frustrado su cobro, máxime cuando muchas de las compras de hoy día se realizan financiando las operaciones comerciales (39) .

Es más, abundando en la cuestión, la facultad moderadora de jueces y tribunales que prevé el art. 11 de la LVPBM es de carácter excepcional, como señala el texto de la ley, y por justas causas apreciadas discrecionalmente, tales como desgracias familiares, paro, accidentes de trabajo, larga enfermedad u otros infortunios (40) , lo que condiciona la adopción de tales facultades moderadoras a que previamente el deudor haya expuesto ante el juez dichas causas para que puedan ser apreciadas.

Ello permitiría abrir el procedimiento monitorio a este tipo de reclamaciones, pero es que, además, existe previsión legal al respecto, pues los enunciados de la Disposición Final 7.ª, puntos 2 y 4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (41) , arbitran y permiten tanto al acreedor como al arrendador financiero, la posibilidad de acudir al proceso monitorio para recabar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los contratos regulados por la LVPBM. No tendría sentido práctico limitar este acceso a dicho procedimiento, rechazando el juzgador la admisión de las peticiones en base a cuestiones de fondo no expuestas hasta el momento por el deudor que, tras la oportuna alegación en la oposición planteada por el mismo, pueden ser discutidas en el correspondiente proceso ordinario. Lo que se pretende es ampliar el abanico de medios procesales (42) .

La duda se centra ahora en cómo afectará esa facultad moderadora de Jueces y Tribunales, si tenemos en cuenta que la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, al modificar el contenido del art. 815 LEC, dispone que será el Secretario judicial quien, «si los documentos aportados con la petición fueran de los previstos en el apartado 2 del art. 812 o constituyeren un principio de prueba del derecho del peticionario, confirmado por lo que se exponga en aquélla», requerirá al deudor, o, en caso contrario «dará cuenta al Juez para que resuelva lo que corresponda sobre la admisión a trámite de la petición inicial».

Siguiendo los postulados señalados en párrafos anteriores sobre la limitación de esta facultad moderadora «de Jueces y Tribunales», los mismos se verían reforzados en este momento si nos percatamos de que la nueva redacción del art. 815 LEC elimina la expresión «a juicio del tribunal» en lo que respecta a la valoración de los documentos del art. 812 y la constitución del principio de prueba del derecho del peticionario. Será el Secretario judicial quien examine este requisito, y el mismo no tiene encomendada ninguna facultad moderadora prevista en la LVPBM. Mas cabe imaginar que, ante situaciones de estas características, el Secretario judicial optara por no admitir la petición y diese cuenta al Juez para que éste resuelva lo que corresponda sobre la admisión a trámite de la petición inicial.

b) La otra cuestión controvertida en relación con el vencimiento anticipado de la deuda es si al momento de decidir sobre la admisión de la petición monitoria sólo debe apreciarse, a la vista de los documentos aportados, un principio mínimo de prueba del derecho del peticionario, sin valoraciones que incidan en el fondo del asunto, y en consecuencia, sin tomar en consideración la posible nulidad de determinadas cláusulas del contrato por abusivas (entre ellas las de vencimiento anticipado de la deuda).

Una declaración de nulidad de pleno derecho solo puede llevarse a cabo, de oficio, cuando se trata de pactos palmariamente delictivos o ilícitos, debiendo dejarse, en otro caso, en manos de las partes el ejercicio de las acciones de nulidad, con respeto de la apariencia jurídica. Tales declaraciones de nulidad o imposición de cláusulas abusivas tendrían, en principio, perfecta cabida en el trámite de oposición que puede efectuar el deudor, máxime cuando para el mismo se precisa la asistencia de abogado y procurador (excepto que la cuantía no supere la prevista para el juicio verbal), lo que asegura, en cierto modo, una mayor protección y posibilidades de defensa del deudor ante la posible aplicación de cláusulas abusivas contra el mismo.

Mas es cierto que no puede descartarse un cierto control de oficio ante la presencia de cláusulas abusivas. La apreciación del principio de prueba del derecho del peticionario no excluye una mínima valoración; no tanto en el sentido anteriormente expuesto de procurar la moderación excepcional que se contiene en la LVPBM, como de evitar que se pueda plantear la petición con un contrato viciado como consecuencia de determinadas cláusulas abusivas que como tales serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas (43) .

Tales cláusulas abusivas serán todas aquellas no negociadas individualmente y las prácticas no consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor o usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato (44) .

Esa facultad para apreciar las cláusulas abusivas debe ejercitarse prudencialmente y, como digo, no por mor de moderar la anticipación del vencimiento atendiendo a las causas expuestas en el art. 11 de la LVPBM, sino por el carácter abusivo que en sí mismo pueda contener la estipulación del contrato en orden a provocar el vencimiento anticipado. De este modo, además de tenerse que considerar que nos encontramos precisamente frente a una parte deudora con la condición de consumidor o usuario (45) , el carácter abusivo de una cláusula debe ser apreciado teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las demás cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa (46) .

Quizá sea desproporcionado que la apreciación del principio mínimo de prueba exija para estos casos una labor tan prolija, pero en mi opinión se debe esmerar cuando menos en la interpretación del contrato (naturaleza, bienes o servicios objeto del mismo y consideración de circunstancias concurrentes que sean apreciables) y de la cláusula del vencimiento anticipado, comprobando en este punto si al consumidor o usuario se le ha reconocido la misma facultad, o si se le ha impuesto una indemnización desproporcionadamente alta caso de no cumplir con sus obligaciones (47) , comprobando en todo caso si tales cláusulas no negociadas individualmente se ajustan o no a los parámetros del art. 80 del mismo Real Decreto Legislativo 1/2007 (48) .

Si efectuado tal análisis se estima que la cláusula es abusiva, se producirá la nulidad de la misma y se tendrá por no puesta, por lo que el vencimiento anticipado de la deuda no podrá ser apreciado y, en consecuencia, la deuda monitoria incumplirá uno de sus requisitos esenciales: el de su exigibilidad. De este modo, la inadmisión de la petición monitoria no se produciría tanto porque en el contrato se apreciase una cláusula abusiva, como porque el carácter abusivo de la misma provocaría su nulidad y, por ende, la inexigibilidad de la deuda.

Así la admisión de la petición monitoria, que debería ser llevada a cabo por el Secretario judicial conforme la reforma operada en el art. 815 LEC por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, debería ser cautelosamente limitada respecto a la posible existencia de este tipo de cláusulas abusivas que provoquen su nulidad e inexigibilidad de la deuda, y sin que el análisis de tales requisitos corresponda al mismo Secretario judicial, sí al menos debe permitirse, como se recoge en la nueva redacción del art. 815 LEC, que en caso de optarse por no requerir al deudor, se dé cuenta al Juez para que éste resuelva lo que corresponda sobre la admisión a trámite de la petición.

Con todo, tal como se comentó en párrafos anteriores, no debería considerarse que el uso de las mencionadas cláusulas de vencimiento anticipado adolece de entrada de un carácter abusivo, ni deberían ser demonizadas, so pena de pretender un excesivo celo de control en la admisión de la petición monitoria, que pudiera dar al traste con la utilidad del procedimiento monitorio, pues salvaguardan en cierta medida los intereses del acreedor (49) . Además, caso de no apreciarse el posible carácter abusivo de las mismas, el deudor puede fundamentar sus motivos de oposición en dichos extremos, lo que permitiría su discusión en el correspondiente declarativo ordinario.

2.3.  Deuda de cantidad determinada

La llamada «deuda monitoria» debe ser, conforme dispone el art. 812 LEC, de cantidad determinada, es decir, que esté concretada en una suma de dinero o que su determinación dependa de una simple o mera operación aritmética; debe tratarse, pues, de una deuda precisa y concreta (50) .

El hecho de que la deuda monitoria (de carácter dinerario, vencida y exigible), sea en cantidad determinada, puede llevarnos a pensar que exista una sinonimia con el concepto de deuda líquida (51) , especialmente si relacionamos ambas expresiones en el contexto del art. 572.1 LEC (52)  que, dentro de las disposiciones generales de la ejecución dineraria, considera líquida «toda cantidad de dinero determinada, que se exprese en el título con letras, cifras o guarismos comprensibles». Ello nos reconduce a apartados precedentes de esta obra en los que se trató el rechazo de peticiones monitorias basadas en deudas de valor, precisamente porque las mismas no gozan de liquidez y, por lo tanto, no están determinadas ni pueden ser configuradas como una deuda dineraria a efectos del proceso monitorio.

Ciertamente, a través de la petición monitoria ha de solicitarse una cantidad determinada, lo que nos conduce a considerar la misma como líquida en el sentido expresado en el art. 572.1 LEC. Mas, independientemente de disquisiciones sobre una posible identidad entre deuda líquida y cantidad determinada, lo cierto es que la deuda, a efectos del proceso monitorio, debe ser precisa y concreta. En definitiva, no cabe la reclamación de cantidades cuya liquidación esté pendiente, esperando que en el transcurso del procedimiento las mismas sean liquidadas.

Ahora bien, esa cantidad que nosotros solicitemos puede incluir tanto las deudas o cantidades líquidas que aparecen como tales expresadas numéricamente y con letras en las facturas, albaranes, u otros documentos que presentemos, como aquellas otras deudas cuya cantidad ha sido preciso establecerla antes mediante un proceso de liquidación, y que pueden ser el resultado de una suma de diferentes partidas, como un principal debido y una liquidación de intereses pactados (53) . Sea de una u otra manera, lo cierto es que la cantidad que expresemos en nuestra petición monitoria debe estar perfectamente precisada y concretada.

La liquidez de las obligaciones, que normalmente ha estado referida a las obligaciones de dar o entregar cosas y, más concretamente, a la cuantía debida, supone que el montante de la obligación se encuentra determinado, conociendo con exactitud la cantidad de cosas o unidades monetarias debidas. Por contra, existirá una obligación o deuda ilíquida en caso de cuantías indemnizatorias que requieran un previo pronunciamiento judicial para su determinación, pues se desconoce la cuantía exacta de la prestación debida hasta dicho momento (54) .

Eso precisamente es lo que no puede hacer el Secretario Judicial en el proceso monitorio. No puede pronunciarse determinando y fijando la cantidad que adeuda el deudor. La cantidad debe indicársela y concretársela el acreedor peticionario, y el Secretario judicial simplemente verificar en el trámite de admisión de la petición, que se cumplen los requisitos de deuda dineraria, vencida y exigible, y de cuantía determinada: concretada y sin necesidad de pronunciamiento judicial (55) .

2.4.  Deuda no superior a 250.000 €

La fijación de una cantidad máxima que pueda ser reclamada a través del proceso monitorio, sufrió en el desarrollo de la actual LEC numerosas variaciones desde sus primeros borradores, la redacción del Preámbulo y los propios debates parlamentarios (56) . De hecho esta cuestión continúa abierta, habiendo sido modificada la cuantía límite con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, y la nueva redacción del apartado 1 del art. 812 LEC, el cual indica que: «Podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de deuda dineraria, vencida y exigible, de cantidad determinada que no exceda de 250.000 euros (...)» (57) .

Aunque pudiera parecer una cuestión exenta de polémica, lo cierto es que la doctrina también ha discutido sobre la conveniencia o no de fijar un límite cuantitativo para la viabilidad de las reclamaciones monitorias (58) , e incluso sobre la falta de fijación de un límite mínimo (59) , y por supuesto hay quienes consideran no solo apropiado este límite máximo, sino incluso excesivo (60) .

La elevación de la cuantía por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, obedece, según se hace constar en el apartado IV del Preámbulo, al deseo de «dar más cobertura a un proceso que se ha mostrado rápido y eficaz para el cobro de deudas dinerarias vencidas, exigibles y documentadas. La sencillez del procedimiento y su utilidad como forma de protección del crédito ha provocado una utilización masiva del mismo que, por sí sola, justifica ampliar su ámbito de aplicación».

No obstante, como continúa refiriendo el apartado IV de dicho Preámbulo, la «decisión de aumentar la cuantía de los créditos exigibles mediante el monitorio, continúa la estela de prudencia iniciada por el legislador de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 de 7 de enero, en el sentido de que no se suprime el límite cuantitativo para las pretensiones que se hacen valer por este procedimiento, aunque no se desconoce que ésta es la línea seguida a nivel europeo, como ocurre con el proceso monitorio europeo, regulado por el Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo» (61) .

Lo que sí han hecho constar diversos autores es el problema que supone tener este límite máximo ante supuestos de posibles fraccionamientos de la deuda mediante la interposición de sucesivos procesos monitorios, lo que podría estar rayando, en cierta manera, en el fraude procesal (62) .

En realidad, ante la introducción novedosa en nuestro ordenamiento procesal civil del llamado proceso monitorio, el legislador consideró más prudente limitar la cuantía a una cifra razonable (63) ; cifra razonable posiblemente surgida, finalmente, tras los debates parlamentarios y estudios estadísticos sobre la excepcionalidad de que en el tráfico jurídico se concluyesen negocios por cuantías superiores sin la exigencia de otro tipo de garantías que favoreciesen las reclamaciones por vía directamente ejecutiva, amén de perseguir, precisamente, que el proceso monitorio fuese un cauce rápido y adecuado para las reclamaciones de menor entidad de esos pequeños y medianos empresarios, los cuales veían anquilosados sus créditos y la posibilidad de encauzar una tutela judicial efectiva para el cobro de los mismos (64) .

Parece ahora que el legislador se siente más maduro y preparado para elevar la cuantía máxima del procedimiento. Esa cifra razonable la ve ahora en los 250.000 €, mas no deja claro el motivo por el cual fija ese límite y no otro, o en su caso cuáles son las razones para no seguir las corrientes europeas que suprimen el límite cuantitativo, percibiéndose una cierta laxitud en los razonamientos del Preámbulo, que se antojan abúlicos y un tanto simplistas, pues se limitan a explicar dicho aumento como consecuencia de la utilización masiva del procedimiento, lo que por sí solo, concluye, justifica ampliar su ámbito de aplicación (65) .

Posiblemente, el motivo por el que el legislador fijó tal límite (30.000 €) fuese el evitar que los juzgados acogieran con recelo este nuevo proceso y fueran excesivamente rígidos a la hora de apreciar el principio de prueba y admitir la petición monitoria, lo que a la postre hubiese conducido a que el proceso monitorio no sirviera a los fines propuestos (66) .

Mas lo que sí es cierto es que la fijación de un límite máximo conlleva la posible aparición de ciertos problemas ante posibles fraccionamientos de deudas superiores a dicho límite, o cuando se acumulan diversas cantidades sin que se supere el límite, cuestiones éstas que serán analizadas en los apartados siguientes, si bien tales problemas deben ser ahora menores como consecuencia de la elevación del límite a los 250.000 €, cantidad que se antoja algo alejada de los habituales negocios de pequeños y medianos empresarios. Quizá surjan ahora los problemas, precisamente, con los negocios acometidos por los grandes empresarios, que si ya antes podían acudir al proceso para reclamar cuantías menores, ahora multiplican sus posibilidades.

2.4.1.  La posible acumulación de deudas contra el mismo deudor

Cabe decir que la posible adición de varias cantidades hasta el límite máximo fijado por el art. 812 LEC, obedece a simples razones de economía procesal. Es lógico que se trate de evitar una proliferación de procesos monitorios cuando existe identidad de sujetos, activo y pasivo, permitiendo que en un único proceso monitorio se despachen todas las deudas que el deudor mantiene con el acreedor, sin rebasar el límite máximo establecido (67) .

Eludiendo en este momento posibles consideraciones sobre la acumulación al principal de una deuda monitoria el devengo de posibles intereses (cuestión que se tratará con posterioridad) (68) , lo cierto es que comúnmente se viene admitiendo que es posible acumular en una misma reclamación monitoria diversas deudas contra el deudor, sin que la suma de todas ellas rebase el límite legal señalado por el art. 812 LEC, atendiéndose para ello a las normas generales sobre acumulación objetiva de acciones (arts. 71 y ss. LEC) (69) , mas deberían realizarse algunas consideraciones:

a) En primer lugar, no cabe duda de que el importe total acumulado como consecuencia de las distintas deudas, debe ser inferior a 250.000 €, límite fijado por el art. 812 LEC. Ahora bien, si dicho límite se superase, puede ser posible que dichas deudas accedan al proceso monitorio si son consideradas de forma individual y sus cuantías no superan el límite. De esta forma, podrían interponerse varios monitorios individuales por parte de un acreedor contra el mismo deudor. Esta posibilidad es fácil de apreciar cuando las deudas generadas en las relaciones existentes entre acreedor y deudor no nacen del mismo título obligacional, pero pueden presentarse ciertos problemas cuando las deudas que se reclaman por separado obedecen a una misma obligación, y lo que se pretende por parte del acreedor es fraccionar la deuda total en dos o más procesos monitorios, soslayando de esta manera el límite legal impuesto cuando la deuda total supera el límite. No obstante, la cuestión del fraccionamiento de la deuda se analizará en el apartado siguiente con más detalle.

b) No parece que existan obstáculos para admitir que puedan acumularse deudas cuando las mismas parten del mismo título obligacional; así, v. gr., cuando las relaciones entre acreedor y deudor se han basado en una serie de compraventas que han generado diversas facturas cuyos importes se acumulan para ser reclamados conjuntamente (70) .

c) Sin embargo, más discutible resulta la acumulación objetiva de deudas cuando las mismas nazcan de distinto título, principalmente por las posibles dificultades a la hora de admitir o no la petición atendiendo a los diferentes créditos acumulados, y la posible oposición individualizada respecto a cada uno de ellos, por lo que se ha propuesto que lo más correcto sea que la reclamación se realice a través de un proceso monitorio distinto en cada caso, sin perjuicio de que con posterioridad pueda instarse la acumulación de las distintas ejecuciones que pudieran ser despachadas (71) .

Siendo factible la acumulación de deudas cuando las mismas nacen del mismo título, no debería descartarse la posibilidad de acumular otras que nazcan de títulos distintos (72) . Pero para que exista esta posibilidad deben darse dos requisitos iniciales, a saber: a) que las deudas que se acumulan sean, individualmente consideradas, susceptibles de ser reclamadas a través de un proceso monitorio, y b) que dichas deudas acumuladas sean también susceptibles de ser desarrolladas a través del mismo proceso declarativo, ya sea de forma previa o como consecuencia de una oposición en el proceso monitorio, atendiendo para ello a lo previsto en el art. 252.1.º LEC cuando en la demanda se acumulen varias acciones principales que no provengan de un mismo título. Es decir, será admisible o no en el monitorio la reclamación de acciones acumuladas que provengan de distintos títulos, v. gr., en los siguientes supuestos:

Supuesto 1: Acumulación admisible

• Proceso Declarativo

• Deuda 1: 7.500 euros → Conforme art. 252.1.º determina la cuantía de la demanda, por lo tanto se trataría de Juicio Ordinario

• Deuda 2: 1.500 euros

• Deuda 3: 800 euros

• Proceso Monitorio: → Deuda reclamada: 9.800 euros, que en caso de oposición debe ser resuelta a través deJuicio Ordinario

Supuesto 2: Acumulación no admisible

• Proceso Declarativo

• Deuda 1: 5.000 euros → Conforme art. 252.1.º determina la cuantía de la demanda, por lo tanto se trataría de Juicio Verbal

• Deuda 2: 1.500 euros

• Deuda 3: 500 euros

• Proceso Monitorio: → Deuda reclamada: 7.000 euros, que en caso de oposición debe ser resuelta a través de Juicio Ordinario

Supuesto 3: Acumulación no admisible

• Proceso Declarativo

• Deuda 1: 185.000 euros → Conforme art. 252.1.º determina la cuantía de la demanda, por lo tanto se trataría de Juicio Ordinario

• Deuda 2: 5.000 euros

• Deuda 3: 90.000 euros

• Proceso Monitorio: → Deuda reclamada: 280.000 euros, que supera el límite legal del art. 812 LEC y, por tanto, no puede ser interpuesta a través del proceso monitorio.

2.4.2.  La posibilidad de reducción o fraccionamiento de la deuda monitoria

El límite máximo actual de 250.000 €, señalado en el art. 812 LEC, nos conduce a plantearnos si será o no posible fraccionar o reducir una deuda que el deudor mantiene con su acreedor, permitiendo a éste la interposición de una serie sucesiva de procesos monitorios que no superen el límite legal, aun cuando el monto total de la deuda supere dicho tope, o si puede reducir el importe de la deuda para reclamar sólo una parte de la misma. En realidad, para resolver estas cuestiones generales debemos partir de otras parciales que se centrarán, en primer lugar, en observar si es posible reducir la deuda y, posteriormente, si la misma es fraccionable (73) . De este modo:

1.º ¿Puede el acreedor reclamar sólo una parte de su crédito si el importe total de éste supera el límite establecido en el art. 812 LEC?

Dicha cuestión está muy relacionada con el supuesto antes comentado de la acumulación de deudas. En principio, se viene sosteniendo la admisibilidad de la reclamación de una parte de la deuda a través del proceso monitorio, si bien se apunta igualmente que la exigencia del límite cuantitativo (250.000 €) conlleva que la cantidad reclamada coincida con el importe real de la deuda; es decir, que el límite legal atiende al valor real de la obligación, lo que obligará al órgano judicial a examinar el valor al que asciende la deuda contraída desde su formalización, o al que asciende en función de los vencimientos que hasta el momento de la petición inicial se hayan producido (74) .

No obstante, cabe pensar que en cierta manera se está favoreciendo un posible fraude si se permite libre y llanamente reducir el importe de la petición a capricho del acreedor, acrecentado además por las posibles dificultades de apreciación judicial, sobre los reales motivos del acreedor para proceder de tal modo (75) . Así, se podrá admitir una posible reducción de la deuda en los supuestos en que resulta posible acreditar la misma mediante documentos individuales entre sí, de forma que cada uno de ellos exprese una obligación pecuniaria diferenciada (76) .

En realidad, toda la cuestión parece estar centrada en la posibilidad o no de acreditar el montante de la petición monitoria (que no de la deuda inicialmente contraída) a través de documentos individuales. De esta forma, si la deuda inicialmente contraída es superior a 250.000 € y con la documentación acreditativa de la misma no es posible justificar una cantidad individualmente considerada de importe inferior, la petición monitoria no podrá ser admitida (77) .

Sin embargo, si los documentos aportados justifican deudas individuales o plazos de una obligación que, individualmente considerados, no superan el importe legalmente previsto, la petición monitoria deberá ser admitida. Realmente, si con anterioridad admitimos la posibilidad de acumular deudas, es posible ahora justificar que algunas, en su carácter individual pero tratamiento acumulado, puedan ser reclamadas sin que superen el límite del art. 812 LEC (78) .

Es cierto que, en ocasiones, pueden darse situaciones en las que la deuda reclamada mediante diferentes partidas documentalmente acreditadas, nace concertada originariamente por un importe superior (79) , en cuyo caso quizá sea la propia oposición del deudor la que mejor pueda impedir el éxito de la reclamación monitoria, y no un exhaustivo control del Secretario judicial que exceda de la apreciación del mínimo principio de prueba, para terminar convirtiéndose en escrutador del pleno derecho del peticionario.

Por otro lado, de no poderse admitir la petición monitoria porque el documento presentado acreditase una deuda de importe superior a 250.000 €, sin justificar por qué en la petición monitoria el acreedor reclama un importe inferior, sería deseable que después de que el Secretario judicial diese cuenta al Juez para que éste resuelva sobre la admisión a trámite, antes de proceder a la inadmisión de la petición, cupiera la posibilidad de adoptar en nuestro proceso monitorio una solución semejante a la prevista en el art. 10 del Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 por el que se establece un proceso monitorio europeo que permite al órgano judicial, tras el examen de la petición, informar al demandante del cumplimiento parcial de los requisitos exigidos y le invita a aceptar o rechazar una propuesta de requerimiento de pago por el importe que especifique el órgano jurisdiccional, a modo de modificación de la petición.

Pues bien, tal solución ha sido recogida por el legislador, con ciertas matizaciones, en el actual apartado 3 del art. 815 LEC, añadido por la Ley 4/2011 de modificación de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil. Este nuevo apartado indica que: «Si de la documentación aportada con la petición se desprende que la cantidad reclamada no es correcta, el secretario judicial dará traslado al juez, quien, en su caso, mediante auto podrá plantear al peticionario aceptar o rechazar una propuesta de requerimiento de pago por importe inferior al inicialmente solicitado que especifique. En la propuesta se deberá informar al peticionario de que, si en un plazo no superior a diez días no envía la respuesta o la misma es de rechazo, se le tendrá por desistido».

Este nuevo texto cabe ser interpretado:

1.º En primer lugar, como que existe un verdadero error del acreedor, pero curiosamente centrado en si éste reclama una cuantía superior a la reflejada en el documento, pues la propuesta que le haga el juez será para aceptar o rechazar un requerimiento de pago por el importe inferior al inicialmente solicitado. Nada dice si la cantidad solicitada en la petición es menor a la reflejada en el documento.

2.º Además, el error debe desprenderse del análisis de la documentación efectuado por el Secretario judicial, de modo que si el acreedor es capaz de justificar con el oportuno soporte documental por qué su petición contiene una cantidad distinta a la reflejada en el documento acreditativo de la deuda (v. gr., con un justificante de un pago parcial, con una liquidación de intereses que su suma al principal, con un contrato que contenga una cláusula de vencimiento anticipado, etc.), no debería procederse al planteamiento de la propuesta de requerimiento de pago por parte del Juez.

Desgraciadamente, este nuevo apartado 3 del art. 815 LEC adolece de ciertas deficiencias que, curiosamente, podían haber sido perfectamente cubiertas, pues si se estaba tomando como modelo el art. 10 del Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 por el que se establece un proceso monitorio europeo, es la misma Ley 4/2011 que recoge las modificaciones en el art. 815 LEC, la que lleva en su encabezamiento el objetivo de facilitar la aplicación en España de los procesos europeos monitorio y de escasa cuantía y, a tal efecto, prevé una nueva Disposición Final 23.ª en la LEC de medidas para facilitar la aplicación del mencionado Reglamento europeo, y siendo así, ¿por qué no se sirvió de esta regulación para clarificar la deficiencias del art. 815.3 LEC?

No lo hizo nuestro legislador ni es momento de conjeturar, pero ¿por qué el apartado 4 de esta nueva Disposición Final 23.ª LEC establece la posibilidad de la propuesta de requerimiento de pago sin indicar necesariamente importe inferior y el art. 815.3 LEC sí? Por otro lado, ¿qué ocurre si acepta el acreedor la propuesta del Juez por el importe inferior?, ¿acaso está renunciando al resto de deuda cuya reclamación consideraba legítima? Y finalmente, ¿supone el rechazo de la propuesta la imposibilidad de volver a plantear la reclamación por otros cauces?

Siguiendo precisamente lo indicado en el apartado 4 de la nueva Disposición Final 23.ª de la LEC, hubiese sido deseable que el legislador introdujese en la nueva redacción del art. 815.3 LEC especificaciones sobre la posibilidad de reclamar la parte restante del crédito inicial a través del juicio que corresponda, y que pudiese proceder del mismo modo en caso de no remitir la respuesta en el plazo de 10 días o si la misma es de rechazo (80) .

Muy relacionada con la cuestión analizada en este apartado 1.º se encuentra la siguiente y, de este modo, es posible preguntarse:

2.º ¿Cabe reclamar una cantidad inferior al límite cuantitativo del art.?812, renunciando a la parte de deuda que pudiera superar dicho límite, o?reconociendo el pago de una parte de la misma?

Parece que nada impediría reclamar un importe inferior a la cuantía inicial de la deuda cuando una parte de la misma ya hubiese sido satisfecha por el deudor (por ejemplo mediante un pago a cuenta) y así lo hubiese reconocido el acreedor, incluso cuando el importe inicial de la deuda superase los 250.000 € y, tras los oportunos pagos al acreedor, el deudor hubiese dejado de satisfacer una cuantía inferior (81) . Y tampoco existiría problema en admitir una petición por importe inferior a 250.000 € si el acreedor renunciara de modo expreso al resto.

En ambos supuestos (reconocimiento de pago y renuncia) existe realmente una modificación/reducción de la cuantía de la deuda, y no propiamente un fraccionamiento de la misma (82) . Una deuda que antes era de 260.000 €, pasa a ser de 250.000 €, con la renuncia expresa del acreedor a reclamar por cualquier otro medio los 10.000 € restantes. Del mismo modo, una deuda que antes era de 260.000 €, de la cual el deudor ha satisfecho sólo 20.000 €, pasa a convertirse en una deuda de 240.000 €, y ambas podrían ser reclamadas a través del proceso monitorio (83) .

No debe extrañar esta posibilidad de renuncia al exceso de los 250.000 € por parte del acreedor, ni mucho menos ser considerada una maniobra torticera, sino una simple opción para beneficiarse de modo voluntario de los cauces del proceso monitorio, pues es posible que al acreedor le interese más procurar de una manera rápida el cobro de su crédito (aun perdiendo parte del mismo), del mismo modo que si decidiese formalizar un contrato de factoring, en el que el importe abonado anticipadamente por el factor se verá reducido por la comisión correspondiente. Corresponderá, pues, al acreedor analizar cuál es la solución que más le conviene: presentar el monitorio renunciando expresamente al exceso; reclamar la totalidad de la deuda a través de un procedimiento ordinario; o buscar otras fórmulas agilizadoras del cobro de su crédito.

Hemos visto cómo es posible reducir el importe de la deuda para que pueda ser reclamada a través del proceso monitorio, ya sea porque la deuda total entre acreedor y deudor esté generada por diversas obligaciones que se acreditan documentalmente en distintas fechas y con distintos importes (que el acreedor podrá reclamar juntas hasta el límite legal o por separado) (84) , o bien porque de la obligación total que se acredita documentalmente, se justifica por el acreedor que el deudor ha abonado una parte de la misma dejando la deuda pendiente en un importe inferior a los 250.000 €, o que el acreedor ha renunciado al exceso sobre dicho importe. Mas, si no es posible reflejar los extremos antes señalados y el documento acreditativo de la deuda monitoria contiene un importe superior a 250.000 €, lo que cabe preguntarse es si es posible fraccionar dicha deuda y, en tal sentido:

3.º ¿Puede el acreedor fraccionar una deuda de importe superior a?250.000 € para reclamarla a través de diferentes procesos monitorios?

La respuesta a esta pregunta debería ser negativa, y en ese sentido parece coincidir la mayoría de la doctrina, por constituir dicho comportamiento un claro fraude procesal conforme los arts. 6.4 CC y 11.2 LOPJ, en donde el art. 812 LEC constituiría la norma eludida, y los arts. 1151 del CC (que permite la divisibilidad de las obligaciones) y la regla 1.ª del art. 251 LEC, las normas de coberturas (85) .

La mayor dificultad estribará, precisamente, en que el órgano judicial tenga conocimiento efectivo de esta intención del acreedor de reclamar de este modo una deuda que supere el límite establecido, pues en caso contrario, su único freno será que el deudor se oponga (86) . Por ello resulta importante, tal como se comentó en párrafos anteriores, que el acreedor justifique la discrepancia existente entre la deuda que refleja el documento y la que reclama efectivamente con su petición (obligaciones pecuniarias diferenciadas; pago parcial del deudor; renuncia expresa al exceso), e incluso que se aplicara la posibilidad ofrecida actualmente por el art. 815.3 LEC antes de proceder a la admisión o rechazo de la petición cuando existan este tipo de dudas.

II.  LOS INTERESES Y OTROS GASTOS COMO PARTE INTEGRANTE DE LA DEUDA MONITORIA

1.  Los intereses como parte de la deuda monitoria

Tal como se expuso con anterioridad, la exigencia de que la deuda monitoria, como dineraria que es, deba ser también en cuantía determinada, supone la concreción del importe por el cual debe practicarse el requerimiento judicial al deudor, pues de lo contrario éste perdería todo su sentido.

Lo que cabe plantearse es si dentro del proceso monitorio es posible que el acreedor pueda solicitar el pago, además del principal de la obligación de que se trate, de aquellos intereses devengados hasta el momento de interponer la petición monitoria, teniendo en cuenta que lo habitual es que las deudas dinerarias generen intereses (87) .

El hecho de concretar la cuantía de la petición monitoria sumando al principal de la deuda el importe de los intereses que la misma haya devengado, es un supuesto de acumulación de deudas que provienen del mismo título, y que, por tanto, como se expuso anteriormente (88) , debe ser admitido (89) . 

Ahora bien, esta reclamación de intereses acumulados a la deuda principal en el proceso monitorio, exige que los mismos aparezcan liquidados o determinados por el acreedor en el momento de la presentación de la petición; especialmente porque la determinación de la cantidad de la deuda monitoria es un requisito legal para proceder a la admisión de la petición y, además, porque la apreciación del principio de prueba del derecho del peticionario, debe extenderse también a la determinación de tales intereses realizada por el acreedor, lo que excluye la posibilidad de que sea el Secretario judicial quien, con posterioridad a la presentación de la petición, realice la liquidación de dichos intereses, pues le convertiría en figura jurídica y parte (90) .

De este modo, la exigencia de concreción y determinación por parte del acreedor de los intereses devengados, impide que la deuda monitoria reclamada en la petición acumule al principal una cantidad indeterminada de «intereses moratorios pactados» sin que se haya procedido previamente a liquidar los mismos (91) .

En conclusión, lo que se exige fundamentalmente es la determinación y concreción de estos intereses que se reclaman. Se admitirá el proceso monitorio por principal e intereses, si éstos están vencidos y liquidados, y no se supera el límite legal establecido en el art. 812.1 LEC de los 250.000 €. Como se señaló, pedir el principal más los intereses es, en definitiva, acumular acciones, y no hay problema para hacerlo porque derivan del mismo título y se piden del mismo deudor. Además, en principio sólo se podrán reclamar los intereses vencidos hasta la fecha de interposición del monitorio, porque serán estos intereses los únicos vencidos, líquidos y exigibles (92) , teniendo en cuenta que el requerimiento se hará por la cuantía del pleito determinada con exactitud, lo que supone la exclusión en la petición monitoria de expresiones del tipo «e intereses legales» (93) .

2.  La posible declaración de nulidad del tipo de interés por su carácter abusivo

Un problema importante en relación con la reclamación de intereses en el procedimiento monitorio es saber si cabe la posibilidad de que el juez pueda entrar o no a valorar la validez o nulidad de la cláusula que los establece, en función del carácter abusivo de la misma (94) , especialmente si tenemos en cuenta que en el momento de admisión de la petición monitoria sólo debe apreciarse, a la vista de los documentos aportados, un principio mínimo de prueba del derecho del peticionario, sin valoraciones que incidan en el fondo del asunto, como pudiera ser tomar en consideración la validez o nulidad de los intereses pactados en contrato.

Retomando anteriores consideraciones relativas a la apreciación de oficio de la nulidad de cláusulas por abusivas (95) , se señalaba que la apreciación del principio de prueba del derecho del peticionario no excluye una mínima valoración, que pudiera evitar el planteamiento de la petición con un contrato viciado. Tales cláusulas abusivas serían todas aquellas no negociadas individualmente y las prácticas no consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor o usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato, según se desprende del contenido del art. 82.1 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. Ello implicaba, al menos, comprobar la exigencia de la condición de consumidor o usuario del deudor, y el cumplimiento de los parámetros marcados por el art. 80 del mismo texto legal relativo a los requisitos que deben adoptar las cláusulas no negociadas individualmente.

Por otro lado, si nos atenemos al art. 1 de la Ley de la Usura (Ley Azcárate) de 23 de julio de 1908, se vincula la nulidad del contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al normal del dinero a que hayan motivos para estimar que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales (96) .

Realmente la cuestión no es de sencilla ni concluyente solución, existiendo entre los pronunciamientos de nuestras Audiencias Provinciales ciertas discrepancias, aunque cabe apreciar una mayor inclinación por estimar que la no admisión de una petición monitoria por apreciación de oficio del carácter abusivo del tipo de interés aplicado, es improcedente (97) . Con las modificaciones introducidas por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, será el Secretario judicial quien deba decidir sobre la admisión de la petición monitoria, dando cuenta al Juez en caso contrario para que éste resuelva lo que corresponda sobre la admisión a trámite de la petición inicial.

Realmente, en estos supuestos no se está atacando tanto el hecho de que la cláusula figure en el contrato de forma no negociada, como que el tipo de interés sea tan elevado que pueda ser declarado abusivo y, en consecuencia, provoque la nulidad de la misma cláusula que lo fija.

Mas esta declaración de nulidad del tipo de interés en el momento de la admisión de la petición monitoria, puede suponer una extralimitación. Quizá el deudor no tiene el carácter de consumidor o usuario, o quizá no cumpla las circunstancias señaladas por el art. 1 de la Ley de la Usura. Sería un tanto arriesgado y en cierto sentido contrario a las reglas de proceso monitorio, negar de forma absoluta la existencia y eficacia de una cláusula de intereses de demora ab limine litis, pues la declaración de nulidad del contrato por estimar usurario el interés de demora pactado, no puede realizarse con plenas garantías sin audiencia de ambas partes y tras un proceso contradictorio, lo que obliga a vigilar la correcta notificación del requerimiento de pago al deudor para que éste conozca el motivo de la reclamación, posibilitando con ello su oposición por éste (carácter abusivo del interés) u otros motivos legítimos (98) .

Esta valoración de la nulidad del tipo de interés mediante proceso contradictorio, venía siendo recogida por el art. 2 de la Ley de la Usura de 23 de julio de 1908: «Los tribunales resolverán en cada caso, formando libremente su convicción en vista de las alegaciones de las partes». Mas este artículo ha sido derogado por la Disposición Derogatoria Única 2.4.º de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil, por lo que no puede servirnos como referente directo, complicando aún más la cuestión que estamos tratando, pues cabe la duda de si dicha derogación se ha producido a efectos de no contradecir lo dispuesto en la LEC sobre la valoración de los diferentes medios de prueba (art. 316 LEC, en concreto), o porque quepa una valoración distinta por parte del juzgador ajena a lo expuesto por las partes, en defensa precisamente de los consumidores y usuarios a la vista de la regulación posterior sobre la defensa de los mismos.

A pesar de todo, y sin dejar de reconocer que la cuestión no está exenta de polémica y de variadas interpretaciones, parece apropiado que la nulidad del tipo de interés por su carácter abusivo deba ser sometida a una mínima contradicción entre las partes, que no es sustraída al deudor, quien tendrá esta posibilidad en su trámite de oposición para trasladarla al declarativo ordinario.

Quizá, una postura intermedia permitiría la apreciación de oficio del carácter abusivo del tipo de interés, pero sin que ello determinase la inadmisión de la petición monitoria en su totalidad, sino que la misma se despacharía por el principal de la deuda (99) . Es en estos supuestos donde se podría apreciar con más relieve la importancia de mecanismos como los establecidos en el nuevo art. 815.3 y la Disposición Final 23.ª apartado 4 de la LEC, o el art. 10 del Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 por el que se establece un proceso monitorio europeo, que permite al órgano jurisdiccional informar al demandante de que el cumplimiento de los requisitos de la petición se han cumplido sólo respecto a una parte de la misma, e invitándole a aceptar o rechazar una propuesta de requerimiento por el importe que especifique el órgano jurisdiccional.

3.  Los intereses generados tras la presentación de la petición monitoria

Tal como se ha indicado en párrafos anteriores, es admisible la reclamación de los intereses vencidos hasta la fecha de interposición del monitorio, pero ¿qué ocurre desde que se cierra el cálculo por parte del acreedor hasta que se realiza el requerimiento y el pago?

No existe una coincidencia jurisprudencial de nuestras Audiencias Provinciales al respecto, aunque aparece una línea más marcada en sentido negativo que limita la posible reclamación del devengo de tales intereses. Y ello porque la ley permite la reclamación de los intereses vencidos hasta la fecha de la interposición del monitorio, pero sólo de éstos, porque son los únicos vencidos, líquidos y exigibles, pues el requerimiento ha de realizarse por una cuantía determinada, lo que impide el uso en la petición monitoria de fórmulas adicionales para cuantificar el importe de la deuda, como la clásica expresión de «e intereses de demora» (100) .

Los intereses futuros que pudieran devengarse tras la presentación de la petición monitoria por el acreedor, ni están vencidos ni constituyen una cantidad determinada, al menos desde el punto de vista de la petición monitoria que se ha presentado en el juzgado, por lo que no pueden ser objeto de requerimiento de pago. Es cierto que podrá devengarse una cantidad tras la presentación de la solicitud, pero si no se ha determinado no puede realizarse sobre la misma el requerimiento, ni siquiera para el caso en que se fije la cantidad diaria que proceda por intereses, pues rompe la exigencia legal de determinación de la cuantía de la deuda monitoria por parte del acreedor, que se dejaría sujeta a eventualidades como saber en qué momento se cierra definitivamente el cálculo de la deuda para efectuar sobre la misma el requerimiento oportuno (101) .

Ahora bien, atendiendo a la inmediatez del despacho de ejecución como consecuencia de la acreditación de la falta de oposición del deudor, cabe preguntarse si de alguna forma es posible que en la petición inicial del proceso monitorio el acreedor reclame, junto a la cantidad previamente determinada de principal e intereses vencidos, aquellos otros intereses que se puedan devengar durante la tramitación del proceso monitorio y, eventualmente, durante la ejecución o aquel otro proceso a que diere lugar la oposición del deudor, aunque su cuantía no esté aún determinada (102) .

Lo cierto es que, conforme el art. 816, tras el despacho de ejecución, la deuda reclamada devengará los intereses de mora procesal que se establecen en el art. 576 de la LEC, y sustituirán a los intereses moratorios, pero... ¿pueden efectivamente reclamarse esos intereses moratorios?

Si analizamos detenidamente la cuestión, podemos establecer los siguientes puntos:

1. Partimos del art. 1100 Cc., el cual indica que incurren en mora los obligados a entregar o a hacer alguna cosa desde que el acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de su obligación.

2. El art. 1108 Cc. nos dirá que si la obligación consiste en el pago de una cantidad de dinero y el deudor incurriere en mora, la indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto en contrario, consistirá en el pago de los intereses convenidos, y a falta de convenio, en el interés legal.

3. Podemos partir de una ficción en la que un deudor tenga un débito con un acreedor de 500 €, hubiesen pactado un interés concreto para caso de impago, y el acreedor reclamara una suma total, tras liquidar dichos intereses, de 600 € (500 de principal y 100 de intereses). Dicha liquidación de la deuda la realiza a fecha 1 de marzo, y plantea la petición monitoria el día 10; tras la admisión de la petición, se dicta el oportuno requerimiento, la cual se consigue notificar eficazmente al deudor el día 20 de ese mismo mes, otorgándole el plazo oportuno de 20 días para pagar u oponerse. Lo cierto es que se habrán devengado nuevos intereses conforme el art. 1100, al menos desde la presentación de la reclamación judicial monitoria, intereses que, en principio, no se han hecho constar en la petición. Lo que el juzgado debe requerir es el pago de una cuantía determinada; no sabe cuándo podrá producirse este pago si efectivamente se realiza, por lo que si el día 30 de marzo -diez días después de la notificación-, el deudor realiza el pago, lo hará sobre los 600 € que el juzgado le requiere a instancias del acreedor (103) , pero no puede reclamarle en dicho momento los intereses de mora que se hubiesen devengado desde la fecha de presentación de la petición -10 de marzo-, hasta el momento del pago -un lapso de 20 días naturales en nuestro supuesto-.

4. Sin embargo, quizá cupiera la fórmula por la que, mediante el oportuno otrosí, el acreedor, tras la fijación de la cuantía determinada y concreta de la petición -los 600 € en nuestra ficción-, reclamara esos intereses moratorios devengados desde la presentación de la petición monitoria, para el supuesto de que, practicado efectivamente el oportuno requerimiento transcurriese el plazo sin que el deudor realizase el pago ni formulase oposición.

Mas este último supuesto es más fácil de entender con la redacción del art. 816.1 LECanterior a la modificación operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial. En ese caso, dado que el dictado del auto en el que se despachaba ejecución era inmediato, el juez debería establecer la cantidad por la que se debiera despachar ejecución, añadiendo a la cantidad reclamada en la petición la suma de los intereses de mora que se hubiesen devengado desde la fecha de presentación de la petición monitoria hasta el momento de dictar auto despachando ejecución, rompiendo así en cierto sentido -pues la cuantía todavía no estaría definitivamente liquidada y por tanto se desconoce-, la regla in illiquidis non fit mora y acogiendo la doctrina jurisprudencial que desde 1992 viene mitigando la rigidez y automatismo de este principio (104) .

Sin embargo, ahora el Secretario judicial, cuando el deudor no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere, dictará decreto dando por terminado el proceso monitorio y dará traslado al acreedor para que inste el despacho de ejecución, bastando para ello con la mera solicitud (vid.art. 816.1 LEC conforme la redacción otorgada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial), por lo que la demanda ejecutiva podrá limitarse a la solicitud de que se despache la ejecución, identificando la resolución cuya ejecución se pretenda, cuando el título ejecutivo sea, precisamente, una resolución del Secretario judicial o una sentencia o resolución dictada por el Tribunal competente para conocer de la ejecución (vid.art. 549.2 LEC conforme la redacción otorgada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial).

En mi opinión, el acreedor ya no necesita anticipar mediante otrosí en la petición monitoria la reclamación de tales intereses ante la eventual falta de pago u oposición del deudor y posterior despacho de ejecución, sino que ahora, a la solicitud de despacho de ejecución prevista en el art. 816.1 LEC, podrá adicionarle los intereses vencidos desde la presentación de la petición monitoria hasta el presente, precisando con claridad la cantidad que se reclama conforme lo dispuesto en el art. 575 LEC, en virtud de una interpretación extensa y en conjunto del propio art. 549, en especial del apartado 2.º dentro del punto 1 de dicho artículo.

De esta forma cabe concluir que el pago realizado por el deudor dentro del plazo establecido en la providencia de notificación y requerimiento, le beneficiaría en la medida en que le permitiría eludir el abono de los intereses devengados durante esos breves (en ocasiones no tanto) días (105) ; por el contrario, la actitud contumaz del deudor, que ni paga ni formula oposición y arteramente retrasa el abono de la deuda al acreedor, debería ser sancionada (106)  con el añadido de estos intereses.

Posteriormente, tras este auto despachando ejecución, estos intereses moratorios quedarán sustituidos por los del art. 576 LEC, conforme lo dispuesto en el art. 816.2 LEC. Con anterioridad a la reforma del art. 816.1 LEC por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, se planteaba cierta problemática en cuanto a la reclamación de estos intereses, pues aunque esos intereses de mora procesal nacen en virtud de ley, la vigencia del principio dispositivo en nuestro ordenamiento procesal obligaría a la solicitud de los mismos por el ejecutante en su oportuna demanda ejecutiva. Mas si se estimaba que en el proceso monitorio no existía una demanda ejecutiva, surgía la duda de si debían ser reclamados también en la petición inicial. No cabe duda de que el devengo de esos intereses se produzca ope legis, pero sí de que la ejecución deba extenderse en todo caso a su satisfacción si el acreedor no ha manifestado nada en su solicitud inicial. La solución más factible era, precisamente, realizar dicha petición mediante otrosí en la solicitud monitoria o, una vez despachada ejecución, realizar una solicitud de extensión del objeto del proceso a tales intereses (107) .

Este «problema» queda mitigado en cierto sentido con la nueva redacción otorgada al art. 816.1 LEC por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, el cual dispone que: «Si el deudor no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere, el Secretario judicial dictará decreto dando por terminado el proceso monitorio y dará traslado al acreedor para que inste el despacho de ejecución, bastando para ello con la mera solicitud».
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